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ACCIONADO VULNERADOR: COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNSC). 

TERCEROS INTERESADOS: ESCUELA SUPERIOR DE ADMINISTRACION PUBLICA 

(ESAP), ALCALDIA de Dibulla,  los participantes admitidos de la convocatoria 828 a 979 a 

986 de 2018, 1134 y 1305 de 2019 denominado municipios PDET Priorizados, de la Alcaldía 

de Dibulla al cargo de COMISARIO DE FAMILIA grado 3 Código 202 OPEC 83398 

(indeterminados), la PROCURADURIA ADMINISTRATIVA DE LA GUAJIRA,  A LA 

OFICINA DE TRANSPARENCIA DE PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, EL 

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCION PUBLICA 

 

CIELO MARGARITA VEGA MENDOZA, mayor de edad. Identificado con cedula de 

ciudadanía N° 1118818214 de Riohacha La Guajira, obrando en nombre propio  mediante 

la presente dando cumplimiento al auto  No 277 del 7 de julio de 2022 con el fin de subsanar 

la ACCION DE TUTELA, consagrada en el artículo 86 de la Constitución política y 

reglamentada por el decreto 2591 de 1991, contra de la comisión nacional del Servicio civil 

(CNSC) y la ESAP, toda vez que ha vulnerado los derechos fundamentales  a la confianza 

legítima, a la buena fe, al debido proceso,  a la defensa- de mis intereses, 

contradicción, a la igualdad, a ocupar cargos públicos, a la legalidad, publicidad, al 

derecho de participar en una convocatoria pública para cargos públicos de méritos 

con pautas claras justas e inmodificables, a no soportar interpretaciones 

fraudulentas todos los que usted encuentre vulnerados H Juez de Tutela de manera 

oficiosa en consonancia a la Constitución y al control de convencionalidad.   

 

HECHOS 

 

1. La Comisión Nacional del Servicio civil a través de su operador ofertaron la 

convocatoria 828 a 979 a 986 de 2018, 1134 y 1305 de 2019 denominado municipios 

PDET Priorizados, en donde ofertaron en la Alcaldía de Dibulla al cargo de COMISARIO 

DE FAMILIA grado 3 Código 202 OPEC 83398 a través de la aplicativo SIMO en donde 

par aplicar al cargo se necesita los requisitos ubicados en el artículo 80 del Código de 

infancia y la adolescencia que fue modificado por la ley 2126 en su artículo 7 en donde 

reza 
 

(…) ARTÍCULO 7. Modifíquese el artículo 80 de la Ley 1098 de 2006, el cual quedará así: 

  
ARTÍCULO 80. CALIDADES PARA SER COMISARIO Y 
COMISARIA DE FAMILIA Y DEFENSOR Y10 DEFENSORA DE 
FAMILIA. Para ocupar el empleo de Comisario de Familia y Defensor 
de Familia se deberán acreditar las siguientes calidades: 
  
1. Título profesional de abogado en ejercicio y con tarjeta profesional 
vigente; 
  
2. Título de posgrado en derecho de familia, derecho civil, derecho 
administrativo, derecho constitucional, derecho procesal, derecho 
penal, derechos humanos, o en ciencias sociales, siempre y cuando 
en este último caso el estudio de la familia sea un componente 
curricular del programa o títulos afines con los citados, siempre que 
guarden relación directa, clara e inequívoca con las funciones 
asignadas al comisario de familia o al defensor de familia. 
  
3. Dos (2) años de experiencia relacionada con las funciones del 
cargo. En los Municipios de quinta y sexta categoría, se podrá 
acreditar un (1) año de experiencia profesional relacionada con 
las funciones del cargo. 
  
4. Contar con las competencias que señale el Departamento 
Administrativo de la Función Pública para el ejercicio del cargo, las 
cuales deberán evaluarse a través de pruebas específicas. 
  



5. No tener antecedentes penales, disciplinarios ni fiscales, ni 
encontrarse inhabilitado por normas especiales, especialmente en el 
registro de ofensores sexuales. 

 

2. Que CIELO MARGARITA VEGA MENDOZA superó las pruebas funcionales y de 

conocimientos básicos respectivamente, y se encuentran en estado de continua en 

concurso. 

 

3. Que el artículo 7 de la ley 2126 de 2021 entro en vigencia en fecha 4 de agosto de 2021 

 
4.  Que la ley 2126 de 2021 entro en vigencia de manera inmediata en relación a la 

modificación del artículo 80 del Código de infancia y adolescencia lo anterior al tenor de 
la ley 2126 de 2021 en su artículo 47 que reza: 

 
(…) ARTÍCULO 47. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su promulgación, salvo 

el parágrafo 1 del artículos, los artículos 6, 8, 9, 11, 22, 25, el inciso 1 del artículo 

27, el artículo 28, el artículo 29 a excepción de su parágrafo 30 y el capítulo VII, que 

entrarán a regir a partir de los dos (2) años de su entrada en vigencia 

 

5. Que la ley 153 de 1887 en su artículo 2 reza: 

 

(…) “ARTÍCULO  2. La ley posterior prevalece sobre la ley anterior. En 

caso de que una ley posterior sea contraria á otra anterior, y ambas 

preexistentes al hecho que se juzga, se aplicará la ley posterior. 

 

6. Que todos los inscritos para la convocatoria la convocatoria 828 a 979 a 986 de 2018, 

1134 y 1305 de 2019 denominado municipios PDET Priorizados, tanto para la comisaria 

de familia de Dibulla aceptamos las condiciones que por ley impuestas para el cargo  de 

comisario de familia y las posibles modificaciones que venían en trámite en el congreso 

y el reglamento al cual se sometía, normatividad que se entiende conocida previamente 

para aspirar al cargo de Comisario de Familia y los requisitos mínimos habilitantes al 

cargo. 

 

7.   Que el acuerdo de las convocatoria manifestaba que la verificación de requisitos 

mínimos legales para los cargos de los municipios priorizados se harán únicamente a 

los aspirantes que superen las pruebas de carácter eliminatorio tal como lo 

manifiesta el artículo 18 de la convocatoria cuando reza: 

 
 

8.  Que en el presente enlace de la página de la CNSC 

https://historico.cnsc.gov.co/index.php/828-a-979-y-982-a-986-de-2018-municipios-

priorizados-para-el-post-conflicto manifestaron que en la fecha 28 de junio de 2022 se 

publicarían los resultados de la verificación de requisitos mínimos de la convocatoria 

828 a 979 a 986 de 2018, 1134 y 1305 de 2019 denominado municipios PDET 

Priorizados 

https://historico.cnsc.gov.co/index.php/828-a-979-y-982-a-986-de-2018-municipios-priorizados-para-el-post-conflicto
https://historico.cnsc.gov.co/index.php/828-a-979-y-982-a-986-de-2018-municipios-priorizados-para-el-post-conflicto


 
9.  Que al revisar cual fue la verificación de requisitos mínimos realizada por el Operador 

Universidad ESAP para el cargo de comisario de familia de Dibulla se pudo detectar dos 

situaciones: 

 

1. Que verificó el cumplimiento De los requisitos especiales de participación 

contemplados en el artículo 2.2.36.2.4 del decreto 1083 de 2015, adicionado por el 

decreto 1028 de 2018 Criterios diferenciadores de la población por su calidad de 

actores del conflicto 

 

 Haber nacido en algunos de los 170 municipios priorizados que se 

encuentran relacionados en el decreto 893 de 2017 

 Acreditar certificado de vecindad, laboral o estudio 

 Estar inscrito en el registro único de población desplazada 

 Estar inscrito en el registro único de victimas 

 Estar inscrito en el sistema de información de la agencia para la 

reincorporación y normalización (ARN) 

 
 

2. Que la ESAP verificó El cumplimiento del artículo 80 del Código de Infancia y 
Adolescencia pero lo realizó con su articulo derogado y no con el  artículo 7 de 
la ley 2126 de 2021 es decir realizo una verificación de requisitos mínimos sin 
exigirle a los aspirantes acreditar experiencia relacionada. 

 



ARTÍCULO 80. CALIDADES PARA SER DEFENSOR DE FAMILIA. Para ser 

Defensor de Familia se requieren las siguientes calidades: 

1. Ser abogado en ejercicio y con tarjeta profesional vigente. 

2. No tener antecedentes penales ni disciplinarios. 

3. <Numeral CONDICIONALMENTE exequible> Acreditar título de posgrado en 

Derecho de Familia, Derecho Civil, Derecho Administrativo, Derecho 

Constitucional, Derecho Procesal, Derechos Humanos, o en Ciencias Sociales 

siempre y cuando en este último caso el estudio de la familia sea un componente 

curricular del programa. (Articulo derogado) 
 

Que la Ley 2126 ARTÍCULO 7. Modifíquese el artículo 80 de la Ley 1098 de 2006, el cual 
quedará así: 

  
ARTÍCULO 80. CALIDADES PARA SER COMISARIO Y COMISARIA DE 
FAMILIA Y DEFENSOR Y10 DEFENSORA DE FAMILIA. Para ocupar el 
empleo de Comisario de Familia y Defensor de Familia se deberán acreditar 
las siguientes calidades: 
  
1. Título profesional de abogado en ejercicio y con tarjeta profesional vigente; 
  
2. Título de posgrado en derecho de familia, derecho civil, derecho 
administrativo, derecho constitucional, derecho procesal, derecho penal, 
derechos humanos, o en ciencias sociales, siempre y cuando en este último 
caso el estudio de la familia sea un componente curricular del programa o 
títulos afines con los citados, siempre que guarden relación directa, clara e 
inequívoca con las funciones asignadas al comisario de familia o al defensor 
de familia. 
  
3. Dos (2) años de experiencia relacionada con las funciones del cargo. 
En los Municipios de quinta y sexta categoría, se podrá acreditar un (1) 
año de experiencia profesional relacionada con las funciones del cargo. 
  
4. Contar con las competencias que señale el Departamento Administrativo 
de la Función Pública para el ejercicio del cargo, las cuales deberán evaluarse 
a través de pruebas específicas. 
  
5. No tener antecedentes penales, disciplinarios ni fiscales, ni encontrarse 
inhabilitado por normas especiales, especialmente en el registro de ofensores 
sexuales. 

 

10. Que la Corte Suprema de Justicia concluye que para que se configure un error en la 

interpretación es necesario, como lo exige la ley, que sea manifiesto, ostensible, 

protuberante y evidente, es decir, que salte a la vista de la simple lectura ello en tanto 

la actividad de interpretación solamente es atacable cuando fuere notoria y 

evidentemente errónea, lo que no se daría cuando entre varias interpretaciones 

razonables y lógicamente posibles el tribunal ha elegido alguna de ellas, pues es el 

resultado del ejercicio adecuado de su función jurisdiccional (M. P. Luis Alonso Rico). 

 

11. Que la ratio decidendi  de la T-118-A de 2013 de La Corte Constitucional en su ratio 

decidendi reza: 

 
La jurisprudencia constitucional ha establecido que el juez ordinario incurre en una 

vía de hecho por defecto sustantivo cuando en ejercicio de su autonomía e 

independencia, desbordan con su interpretación la Constitución o la ley. Puede 

presentarse cuando el juez: (i) fundamenta su decisión en una norma derogada o 

declarada inexequible, (ii) basa su decisión en una norma evidentemente 

inaplicable al caso concreto, (iii) el fallo carece de motivación material o es 

manifiestamente irrazonable, (iv) la interpretación desconoce sentencias con 

efectos erga omnes que han definido su alcance, (v) interpreta la norma sin tener 

en cuenta otras disposiciones normativas aplicables, (vi) desconoce la 

normatividad aplicable al caso concreto. Sin embargo, no cualquier divergencia 

frente al criterio interpretativo en una decisión judicial configura un defecto 

sustantivo, sólo aquellas que resultan irrazonables, desproporcionadas, arbitrarias 

y caprichosas pueden ser objeto de la acción de tutela. 

 

12. Que la verificación del cumplimiento de los requisitos mínimos para el empleo al que se 

aspira no es una prueba ni un instrumento de selección, es una condición obligatoria 

de orden constitucional y legal que de no cumplirse genera el retiro del aspirante 

en cualquier etapa del proceso de selección; al revisar la verificación de requisitos 

mínimos (V.R.M)  realizada por el Operador Universidad ESAP para el cargo de 

comisario de familia de la alcaldía de Dibulla, se puede determinar que el Operador 

UNIVERSIDAD ESAP cometió un yerro por defecto sustancial al realizar su 

interpretación fundamentada en una norma derogada y que desconoce la normatividad 



aplicable al caso concreto y un yerro por defecto procedimental absoluto dado que 

permitir que aspirantes que no acreditan los requisitos del cargo permanezcan en el 

procedimiento del concurso. 

 

13. Que el Operador Universidad ESAP al realizar la valoración o verificación de los 

requisitos mínimos con el contenido de una norma derogada articulo 80 del código de 

infancia y adolescencia, es decir sin analizar o exigir a los participantes de dicha 

convocatoria para el cargo de comisario de familia de Dibulla al ser un municipio de 6ta 

categoría acreditar un (1) año de experiencia profesional relacionada con las 

funciones del cargo es un claro caso de defecto sustancial. 

 

14. Que el operador ESAP solicito cero (0) meses de experiencia para los cargos de 

comisario de Familia de Dibulla; Situación que se encuentra demostrada al solo mirar 

la plata forma SIMO de los participantes, el operador no  verifico de manera correcta los 

requisitos mínimos contemplados en el artículo 80 del Código de infancia y 

Adolescencia modificados por el artículo 7 de la ley 2126 de 2021 en la cual para el 

cargo de comisario de familia Dibulla al ser un Municipio de Primera Categoría se exige 

ACREDITAR un (1) años de experiencia relacionada con las funciones del cargo  

para la alcaldía de Dibulla . 

 

 
 

15.  Que ante los yerros cometidos, como el defectos sustancial y el defecto procedimental 

cometidos por el operador no existe un recurso o acción legal dispuesto en el 

ordenamiento jurídico u otro mecanismo en la cual se pueda hacer respetar el debido 

proceso-la legalidad durante el proceso de convocatoria dado que el ordenamiento 

jurídico y el acuerdo de convocatoria guardan silencio sobre cuando el operador realiza 

de manera incorrecta o defectuosa la verificación de requisitos mínimos, al utilizar para 

ello una norma derogada afectando a los otros participantes, y en este caso al 

accionado su debido proceso y los derechos fundamentales de los participantes, Dado 

que el recurso de reposición estipulado en la convocatoria sobre  la verificación de 

requisitos mínimos tiene efectos inter partes es decir entre el concursante y el operador, 

no tiene efectos con los demás participantes 

 

16. Que en otra convocatoria vigente en donde la ESAP también es operador (municipios 

de 5ta y 6ta categoría) la universidad cometió el mismo error y el señor CARLOS 

ANDRES VEGA MENDOZA SOLICITO a la CNSC  que se realizara una nueva 

verificación de requisitos mínimos con fines de exclusión, en esta convocatoria fue muy 

notoria  que la ESAP había cometido el mismo error, aplicando una norma ya derogada, 



como en el presente caso al no exigir la experiencia laboral relacionada para el cargo 

de comisario de familia, a lo que la CNSC manifestó que era improcedente tal como lo 

dice  el oficio radicado 2022RS036467 Del 13 de mayo del 2022 RESPUESTA 

SOLICITUD DE EXCLUSIÓN Referencia: 2022RE051923 (aportada a la presente 

acción constitucional) 

 

17. Que el comportamiento del operador al momento de verificar los requisitos mínimos de 

manera errada a los participantes que concursan para los cargos de comisario de 

familia, de Dibulla es un claro irrespeto a las garantías fundamentales no solo del 

accionante sino también de los demás participantes y limitan las posibilidades del 

accionante de poder acceder al cargo público de Comisario de Familia, con unas reglas 

justas bajo la normatividad vigente como lo es el artículo 7 de la ley 2126 de 2021 y en 

respeto al artículo 29 de la Constitución Política 

 

18. Que se encuentra demostrado que la ESAP como operador de la CNSC en al momento 

de la verificación de requisitos mínimos de la convocatoria de municipios priorizados por 

el posconflicto para el cargo de comisario de familia de Dibulla no exigió acreditar a los 

participantes UN (1) año de experiencia relacionada con las funciones del cargo  

para la alcaldía de Dibulla;  de esta manera cometió un yerro por defecto 

sustancial (al aplicar una norma derogada) y un yerro procedimental absoluto 

causándole vulneración de los derechos fundamentales al a la confianza legítima, 

a la buena fe, al debido proceso,  a la defensa de mis intereses, contradicción, a 

la igualdad, a ocupar cargos públicos, a la legalidad, publicidad, al derecho de 

participar en una convocatoria pública para cargos públicos de méritos con 

pautas claras justas e inmodificables, a no soportar interpretaciones fraudulentas 

a los accionantes 

 

19. Que los decretos 893 de 2017, decreto 894 de 2017, decreto reglamentario 1038 de 

2018 regula la flexibilización de los manuales de funciones de la entidades en algunos 

cargos al no exigir experiencia para mayor inclusión; pero dicha situación no regula los 

requisitos contemplados para el cargo de comisario de familia que lo regula es el artículo 

7 de la ley 2126 de 2021 en donde dicha exigencia es de manera legal, por lo tanto para 

el cargo objeto de reproche no le aplica dicha flexibilización dado que solo el legislador 

puede modificar como bien ocurrió con sus requisitos en la nueva norma (ley 2126 de 

2021) 

 

20. Que los aspirantes al cargo de Comisario de Familia de Dibulla no se les realizo una 

verificación de requisitos mínimos  a los ojos del artículo 7 de la ley 2126 de 2021 y en 

cumplimiento de la ley 153 de 1887 artículo 2 que reza La ley posterior prevalece 

sobre la ley anterior. En caso de que una ley posterior sea contraria á otra 

anterior, y ambas preexistentes al hecho que se juzga, se aplicará la ley 

posterior; para no vulnerar el debido proceso es necesario se le ordene al operador 

de la CNSC que se le vuelva a realizar dicha valoración teniendo en cuenta la 

normatividad vigente. 

 

21. Que se hace necesario que el Juez Constitucional en respeto a la Constitución y la Ley 

y principalmente a los derechos fundamentales de los participantes y del accionante  

ordene a la CNSC y/o su operador que realice una nueva verificación de requisitos 

mínimos a los aspirantes al cargo de Comisario de Familia de Dibulla con numero de 

inscripción 345344352 y 336412117 

 

22. Que al momento de hacer la verificación de requisitos mínimos el operador universidad 

ESAP tenga en cuenta el contenido en el artículo 7 de la ley 2126 de 2021 y el 

ARTÍCULO    2.2.2.3.7 del decreto 1083 de 2015 manifiesta que La Experiencia 

Relacionada. Es la adquirida en el ejercicio de empleos o actividades que tengan 

funciones similares a las del cargo a proveer y la ley 153 de 1887 articulo 2. 

 



23. Que en  términos prácticos la ESAP al momento de realizar la nueva V.R.M al cargo de 

comisario de familia de Dibulla, los aspirantes que no cumplan o acrediten un (1) año 

de experiencia relacionada con las funciones del cargo. 

 

24. Que al presente momento al poder existir el riesgo de que en la convocatoria de 

comisario de familia de dibulla que existan participantes admitidos que no cumplan con 

el requisitos de acreditar un (1) año de experiencia relacionada con las funciones del 

cargo  de comisario de familia  es una flagrante vulneración al debido proceso al 

principio de legalidad y a mi derecho como participante. 

 

25. Que la presente acción de tutela no pretende ir en contra el acuerdo de convocatoria si 

no al no existir mecanismo idóneo moldear la conducta del operador del CNSC al debido 

proceso, sin vulnerar los derechos fundamentales de los participantes. 

 

26. Que la ratio decidendi de la Sentencia T-463 de 1996, reza que cuando las 

instituciones públicas o privadas no vulneran derechos fundamentales cuando 

excluyen a un aspirante por incumplir requisitos exigidos, siempre y cuando (i) 

los candidatos hayan sido previa y debidamente advertidos acerca de tales 

requisitos; (ii) el proceso de selección se haya adelantado en igualdad de 

condiciones y (iii) la decisión correspondiente se haya tomado con base en la 

consideración objetiva de las reglas aplicables 

 

De la procedencia excepcional de la acción de tutela 

 
Dos de las principales características que identifican a la acción de tutela son la 
subsidiariedad y la residualidad. Por esta razón, dentro de las causales de improcedencia 
se encuentra la existencia de otros medios de defensa judicial, cuyo examen –conforme 
con lo previsto en el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991– debe ser realizado a partir de las 
circunstancias de cada caso en concreto. Por esta razón, se ha dicho que esta 
acción solo “procede de manera excepcional para el amparo de los derechos 
fundamentales vulnerados, por cuanto se parte del supuesto de que en un Estado Social 
de Derecho existen mecanismos judiciales ordinarios para asegurar su protección”. Lo 
anterior, como lo ha señalado esta Corporación, obedece a la lógica de preservar el reparto 
de competencias atribuido por la Constitución Política y la ley a las diferentes autoridades 
judiciales, lo cual se sustenta en los principios constitucionales de independencia y 
autonomía de la actividad judicial. 
  
No obstante, aun existiendo otros mecanismos de defensa judicial, la jurisprudencia de esta 
Corporación ha admitido que la acción de tutela está llamada a prosperar, (i) cuando se 
acredita que los mismos no son lo suficientemente idóneos para otorgar un amparo integral, 
o (ii) cuando no cuentan con la celeridad necesaria para evitar la ocurrencia de un perjuicio 
irremediable. 
 
Así lo sostuvo la Corte en la Sentencia SU-961 de 1999, al considerar que “en cada caso, 
el juez está en la obligación de determinar si las acciones disponibles le otorgan una 
protección eficaz y completa a quien la interpone. Si no es así, si los mecanismos ordinarios 
carecen de tales características, el juez puede otorgar el amparo de dos maneras distintas, 
dependiendo de la situación de que se trate. La primera posibilidad es que las acciones 
ordinarias sean lo suficientemente amplias para proveer un remedio integral, pero que no 
sean lo suficientemente expeditas para evitar el acontecimiento de un perjuicio 
irremediable. En este caso será procedente la acción de tutela como mecanismo transitorio, 
mientras se resuelve el caso a través de la vía ordinaria”. La segunda posibilidad es que las 
acciones comunes no sean susceptibles de resolver el problema de forma idónea y 
eficaz, circunstancia en la cual es procedente conceder la tutela de manera directa, como 
mecanismo de protección definitiva de los derechos fundamentales. 
  
En relación con el primer supuesto, la jurisprudencia constitucional ha establecido que la 
acción de tutela procede como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, 
cuando se presenta una situación de amenaza de vulneración de un derecho fundamental 
susceptible de concretarse y que pueda generar un daño irreversible. Este amparo es 
eminentemente temporal, como lo dispone el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, en los 
siguientes términos: “[e]n el caso del inciso anterior, el juez señalará expresamente en la 
sentencia que su orden permanecerá vigente sólo durante el término que la autoridad 
judicial competente utilice para decidir de fondo sobre la acción instaurada por el afectado”. 



 
Para determinar la configuración de un perjuicio irremediable, en criterio de este Tribunal, 
deben concurrir los siguientes elementos: (i) el perjuicio ha de ser inminente, es decir, que 
está por suceder; (ii) las medidas que se requieren para conjurarlo han de ser urgentes; (iii) 
el perjuicio debe ser grave, esto es, susceptible de generar un daño transcendente en el 
haber jurídico de una persona; y finalmente, (iv) exige una respuesta impostergable para 
asegurar la debida protección de los derechos comprometidos. En desarrollo de lo 
expuesto, en la Sentencia T-747 de 2008, se consideró que cuando el accionante pretende 
la protección transitoria de sus derechos fundamentales a través de la acción de tutela, 
tiene la carga de “presentar y sustentar los factores a partir de los cuales se configura el 
perjuicio irremediable, ya que la simple afirmación de su acaecimiento hipotético es 
insuficiente para justificar la procedencia la acción de tutela”.  
 
En cuanto al segundo evento, este Tribunal ha entendido que el mecanismo ordinario 
previsto por el ordenamiento jurídico para resolver un asunto no es idóneo ni eficaz, cuando, 
por ejemplo, no permite decidir el conflicto en su dimensión constitucional o no ofrece una 
solución integral frente al derecho comprometido. En este sentido, esta Corporación ha 
dicho que “el requisito de la idoneidad ha sido interpretado por la Corte a la luz del principio 
según el cual el juez de tutela debe dar prioridad a la realización de los derechos sobre las 
consideraciones de índole formal. La aptitud del medio de defensa ordinario debe ser 
analizada en cada caso concreto, teniendo en cuenta, las características procesales del 
mecanismo, las circunstancias del peticionario y el derecho fundamental involucrado”. 
  
En la medida en que las actuaciones que se cuestionan se plasman en actos 
administrativos, tanto de carácter general como de contenido particular, es preciso señalar 
que –en principio– no cabe la acción de tutela para controvertirlos, ya que para tales efectos 
existen los medios de control pertinentes ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, como lo son la pretensión de nulidad simple o la pretensión de nulidad y 
restablecimiento del derecho, que pueden ser acompañadas de la solicitud de suspensión 
provisional. En efecto, la Ley 1437 de 2011 dispone en el artículo 138 que “[t]oda persona 
que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir 
que se declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se 
restablezca el derecho (…). Igualmente, podrá pretenderse la nulidad del acto 
administrativo general y pedirse el restablecimiento del derecho directamente violado por 
este al particular demandante o la reparación del daño causado a dicho particular por el 
mismo, siempre y cuando la demanda se presente en tiempo (…)”. Adicional a lo expuesto, 
el artículo 137 de la misma ley establece que: “[t]oda persona podrá solicitar por sí, o por 
medio de representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter 
general (…)”. Finalmente, el literal b), del numeral 4, del artículo 231 del Código en cita, 
consagra la procedencia de la suspensión provisional cuando “existan serios motivos para 
considerar que de no otorgarse la medida los efectos de la sentencia serían nugatorios”. 
  
De esta manera, en el asunto sub-examine, ante la existencia de tales mecanismos de 

defensa judicial, en principio, la acción de tutela resultaría improcedente. Por una parte, 

porque a través de dichas vías contenciosas se puede cuestionar el acto particular que 

declaró la negativa de acceder a una verificación basada en lo plasmado en el artículo 7 de 

la ley 2126 de 2021 

 

En la convocatoria del CNSC en el aplicativo SIMO  y porque a través del ejercicio de dichas 
acciones también se puede controvertir el acto genérico que incluye los supuestos, 
requisitos y procedimientos para realizar que la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO 
CIVIL acate lo plasmado en la normatividad para los participantes a  ocupar el cargo de 
comisario de familia. Incluso, en relación con esta última hipótesis, cabe recordar que el 
numeral 5 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, establece la inviabilidad procesal de la 
acción de tutela “cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”. 
  
Sin embargo, ha de ser analizado de otra manera, cuando el efecto concreto de dichas 
normas de carácter general y, por ende, el acto particular en el cual ellas se manifiestan 
afecta la situación específica de determinadas personas, concretamente, en lo que respecta 
a la vigencia y protección de sus derechos fundamentales. En este sentido, en la Sentencia 
T-1098 de 2004, esta Corporación expuso que “es claro que escapa de la competencia del 
juez de tutela la pretensión que subyace en los argumentos expresados por el accionante, 
de que actúe como juez abstracto del contenido de un acto administrativo de tal 
naturaleza.  Ello, sin embargo, “no impide al juez que conoce del amparo entrar a 
determinar si tales contenidos pueden lesionar derechos fundamentales en un 
evento particular” 
  



En todo caso, en hipótesis como la expuesta, la procedencia de la acción de tutela requiere 
que se cumplan los requisitos que permiten la viabilidad excepcional del amparo, ante la 
existencia de otros medios de defensa judicial. Así, por ejemplo, en la Sentencia T-1266 de 
2008, en la que se examinaron casos similares al que se decide en esta oportunidad, esta 
Corporación consideró que “contra los actos administrativos tanto de carácter general y 
abstracto como de índole particular, proceden las acciones de nulidad y restablecimiento 
del derecho y de simple nulidad, mediante las cuales las accionantes pudieron demandar e 
incluso solicitar la suspensión provisional tanto de la convocatoria que exigía una 
determinada estatura para aspirar al cargo de defensor de familia, como del acto particular 
que señalaba el mínimo de requisitos para poder acceder al cargo de defensor de familia . 
No obstante, en este caso no tendría eficacia para lograr la protección de los derechos 
invocados, por cuanto existe una limitante Dicha limitante tornaba ineficaz a los otros 
medios de defensa judicial, en beneficio de la procedencia directa de la acción de tutela. 
  
Considera la Corte que en materia de concursos de méritos para la provisión de cargos de 
carrera se ha comprobado que no se encuentra solución efectiva ni oportuna acudiendo a 
un proceso ordinario o contencioso, en la medida que su trámite llevaría a extender en el 
tiempo de manera injustificada la vulneración de Derechos fundamentales que requieren de 
protección inmediata. Esta Corte ha expresado, que para excluir a la tutela en estos casos, 
el medio judicial debe ser eficaz y conducente, pues se trata nada menos que de la defensa 
y realización de derechos fundamentales, ya que no tendría objeto alguno enervar el 
mecanismo de tutela para sustituirlo por un instrumento previsto en el ordenamiento legal 
que no garantice la supremacía de la Constitución en el caso particular. 
 
Prevalencia del derecho sustancial sobre las formas. Artículo 228 de la Constitución 
Nacional. Exceso ritual manifiesto. Reiteración de jurisprudencia. La Constitución Nacional 
en su artículo 228, dentro de los principios de la administración de justicia, consagra la 
prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal, con la finalidad de garantizar que los 
funcionarios judiciales al aplicar las normas que regulan los procedimientos no obstaculicen 
la realización del derecho sustancial. Si bien las formalidades o ritos son parte de todo 
proceso judicial, dichas formas han sido establecidas para garantizar a las partes 
intervinientes el cumplimiento de un debido proceso que respete sus derechos. No 
obstante, al aplicarse de manera manifiesta, las normas atendiendo únicamente a su texto 
o haciendo una aplicación mecánica, se incurre en un exceso ritual manifiesto. Frente al 
alcance del artículo 228 superior, 
 
 
La Honorable Corte Constitucional ha señalado lo siguiente: “Teniendo en claro la 
prevalencia que en la administración de justicia debía tener el derecho sustancial, el 
constituyente de 1991 lo estableció como principio de la administración de justicia en el 
artículo 228 al consagrar que en las actuaciones de la administración de justicia 
“prevalecerá el derecho sustancial”. Esta corporación al establecer el alcance de la 
mencionada norma ha dicho: 
 
“Cuando el artículo 228 de la Constitución establece que en las actuaciones de la 
Administración de Justicia “prevalecerá el derecho sustancial”, está reconociendo que el fin 
de la actividad jurisdiccional, y del proceso, es la realización de los derechos consagrados 
en abstracto por el derecho objetivo, y, por consiguiente, la solución de los conflictos de 
intereses. Es evidente que en relación con la realización de los derechos y la solución de 
los conflictos, el derecho procesal, y específicamente el proceso, es un medio.” En materia 
de tutela, en desarrollo del principio contemplado en el artículo 228 constitucional, se dijo 
que de manera excepcional podría el juez alejarse del procedimiento establecido con el fin 
de proteger el derecho sustancial: “La interpretación adecuada de la primacía anotada 
significa que los procedimientos legales adquieren su sentido pleno en la protección de los 
derechos de las personas. En consecuencia, cuando la aplicación de una norma 
procedimental pierde el sentido instrumental y finalista para el cual fue concebida y se 
convierte en una mera forma inocua o. más grave aún. contraproducente, el juez de tutela 
debe obviar el trámite formal en beneficio del derecho fundamental afectado. (…)”. 
(Sentencia T-283/94. M.P. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz). 
 
Así las cosas, en aras de garantizar el respeto de los derechos fundamentales, y evitar la 
negación de los mismos, en los casos en que la observancia de las formalidades atente 
contra la protección del derecho fundamental quebrantado, éste debe prevalecer sobre las 
normas procesales. Con relación a la procedencia de la acción de tutela interpuesta como 
consecuencia de una irregularidad dentro de un concurso de mérito, La Corte ha sostenido 
que: “En lo que hace referencia a los concursos de méritos para acceder a cargos de 
carrera, en numerosos pronunciamientos la Corte ha reivindicado la pertinencia de la acción 
de tutela, a pesar de la presencia de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho 



ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, por cuanto esta última no ofrece la 
suficiente solidez para proteger en toda su dimensión los derechos a la igualdad, al trabajo 
al debido proceso y de acceso a los cargos públicos.” (Sentencia T-514/05. M.P. Clara Inés 
Vargas Hernández). 
 
En el caso concreto,  la acción de amparo constitucional se convierte en el mecanismo 
idóneo de defensa judicial para resolver la por una parte, porque las pretensiones del 
accionante no se dirigen a determinar la legalidad de los actos administrativos expedidos 
en desarrollo de la convocatoria, pretensión para la cual puede acudir a los medios de 
control de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, sino que pretende demostrar que 
la inaplicación de estas normas, en su caso concreto, lesiona sus derechos fundamentales. 
Esto significa que, lejos de cuestionar la validez de las reglas de la convocatoria, lo 
que pretende es su aplicación, con miras a defender a la igualdad y al acceso a cargos 
públicos, en virtud de las circunstancias específicas en las que él se encuentra. Ello 
excluye, por tal razón, la idoneidad de la pretensión de nulidad simple. Dicha falta de 
eficacia e idoneidad también se pregona de la pretensión de nulidad y restablecimiento del 
derecho, por cuanto este medio de control supone proteger un “derecho subjetivo amparado 
en una norma jurídica”, circunstancia distinta a la que se plantea en esta controversia, en 
donde, precisamente, lo que busca es inaplicar, para el caso particular, una norma jurídica 
que resulta contraria, al parecer, a los derechos fundamentales vinculados con la 
construcción de una imagen propia. 
  
Por las anteriores razones, a juicio del accionante los medios ordinarios de defensa judicial 
no son eficaces ni idóneos para dirimir la controversia que suscitó la instauración de la 
acción de tutela de la referencia, motivo por el cual el juez constitucional puede 
pronunciarse de fondo sobre el asunto objeto de revisión, el cual se circunscribe a 
determinar, si procede la exclusión de los aspirantes al encontrarlo “no aptos” según la los 
criterios habilitantes de la convocatoria en mención. 
 
EXAMEN DE LA VULNERACIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES A LA 
CONFIANZA LEGITIMA, A LA BUENA FE, AL DEBIDO PROCESO,  A LA DEFENSA DE 
SUS INTERESES, A LA IGUALDAD, A OCUPAR CARGOS PUBLICOS, A LA 
LEGALIDAD, PUBLICIDAD, AL DERECHO DE PARTICIPAR EN UNA CONVOCATORIA 
PUBLICA PARA CARGOS PUBLICOS DE MERITOS CON PAUTAS CLARAS JUSTAS 
E INMODIFICABLES, A NO SOPORTAR INTERPRETACIONES FRAUDULENTAS 

 

La buena fe y el principio de confianza legítima 

La Corte se ha ocupado en varias ocasiones de estudiar el principio de la buena fe, y ha 
señalado que se trata de un pilar fundamental de nuestro ordenamiento jurídico, que orienta 
las relaciones entre particulares y entre éstos y la administración, buscando que se 
desarrollen en términos de confianza y estabilidad (Sentencia T- 722 de 2012. M.P. Luis 
Ernesto Vargas Silva.) 
 
El principio de buena fe puede entenderse como un mandato de “honestidad, confianza, 
rectitud, decoro y credibilidad que acompaña la palabra comprometida (…) permite a las 
partes presumir la seriedad en los actos de los demás, dota de (…) estabilidad al tránsito 
jurídico y obliga a las autoridades a mantener cierto grado de coherencia en su proceder a 
través del tiempo” (sentencias T-248 de 2008. M.P. Rodrigo Escobar Gil, y T- 141 de 2013. 
M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.) 
  
En concordancia con lo anterior, la buena fe tiene como objetivo erradicar actuaciones 
arbitrarias por parte de las autoridades públicas pues pretende “que las actuaciones del 
Estado y los particulares se ciñan a un considerable nivel de certeza y previsibilidad, en 
lugar de dirigirse por impulsos caprichosos, arbitrarios e intempestivos.”[46] Sobre este 
último aspecto, la jurisprudencia constitucional ha señalado que dicho principio rige todas 
las actuaciones y procedimientos de las entidades públicas, toda vez que uno de sus fines 
es “garantizar que las expectativas que legalmente le surgen al particular se concreten de 
manera efectiva y adecuada.”  (Sentencia T-458 de 2017. M.P. Antonio José Lizarazo 
Ocampo.) 
 
Del principio de la buena fe se desprende el de confianza legítima, que pretende que la 
Administración se abstenga de modificar “situaciones jurídicas originadas en actuaciones 
precedentes que generan expectativas justificadas (y en ese sentido legítimas) en los 
ciudadanos, con base en la seriedad que -se presume- informa las actuaciones de las 
autoridades públicas, en virtud del principio de buena fe y de la inadmisibilidad de conductas 
arbitrarias, que caracteriza al estado constitucional de derecho” (Sentencia  T-180 A de 
2010. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva) 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-453-18.htm#_ftn46


  
El principio de confianza legítima funciona entonces como un límite a las actividades de las 
autoridades, que pretende hacerle frente a eventuales modificaciones intempestivas en su 
manera tradicional de proceder, situación que además puede poner en riesgo el principio 
de seguridad jurídica. Se trata pues, de un ideal ético que es jurídicamente exigible. Por lo 
tanto, esa confianza que los ciudadanos tienen frente a la estabilidad que se espera de los 
entes estatales, debe ser respetada y protegida por el juez constitucional. 
 
En suma, para la Corte Constitucional la confianza legítima protege las razones objetivas 
con las que cuenta un ciudadano que le permiten inferir la consolidación de un derecho que 
no ha adquirido. Por ello, no resulta constitucionalmente admisible que la administración 
quebrante de manera intempestiva la confianza que había creado con su conducta en los 
ciudadanos, más aún, cuando con ello puede afectar derechos fundamentales (T-049 de 
2014. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo ). 
 

El derecho al debido proceso administrativo. Reiteración de jurisprudencia 

 El debido proceso fue consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política como un 
derecho de rango fundamental de aplicación inmediata, el cual rige para toda clase de 
actuaciones, ya sean judiciales o administrativas, e implica que las mismas deben estar 
sometidas a los procedimientos y requisitos previamente establecidos en las normas 
legales y reglamentarias, para evitar arbitrariedades por parte de los agentes públicos 
(Sentencia C-540 de 1997 (M.P. Hernando Herrera Vergara). 

En este sentido, el debido proceso ha sido entendido como una manifestación del Estado 
que busca proteger a los individuos frente a las actuaciones de sus agentes, procurando 
que en todo momento se respeten las formas propias de cada juicio. En esta línea 
argumentativa, la Corte Constitucional, desde sus inicios, ha explicado que “las situaciones 
de controversia que surjan de cualquier tipo de proceso, requieren de una regulación 
jurídica previa que limite los poderes del Estado y establezcan el respeto de los derechos y 
obligaciones de los sujetos procesales, de manera que ninguna actuación de las 
autoridades dependa de su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas a los 
procedimientos señalados en la ley o los reglamentos (Sentencia T-467 de 1995 (M.P. 
Vladimiro Naranjo Mesa) 

 Igualmente, se ha indicado que el debido proceso conlleva para las autoridades 
administrativas garantizar la correcta producción de sus actos (Sentencia T-957 de 2011 
(M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo). razón por la cual comprende todo el ejercicio que 
debe desarrollar la administración pública en la realización de sus objetivos y fines 
estatales, lo que implica que cobija todas las manifestaciones en cuanto a la formación y 
ejecución de los actos, a las peticiones que presenten los particulares, a los procesos que 
por motivo y con ocasión de sus funciones cada entidad administrativa debe desarrollar y 
desde luego, garantiza la defensa ciudadana al señalarle los medios de impugnación 
previstos respecto de las providencias administrativas, cuando crea el particular que a 
través de ellas se hayan afectado sus intereses (C-980 de 2010) 

  Sobre el particular, en la Sentencia C-1189 de 2005 La Corte diferenció entre las garantías 
previas y posteriores del derecho al debido proceso administrativo, indicando que las 
primeras se relacionan con aquellas prerrogativas mínimas que necesariamente deben 
cobijar la expedición y ejecución de cualquier acto o procedimiento, tales como el juez 
natural, el derecho de defensa, la razonabilidad de los plazos, la imparcialidad, la autonomía 
e independencia de las autoridades que conocen de la causa, entre otras. Asimismo, en 
relación con las segundas, la Sala Plena expresó que estas se refieren a la posibilidad de 
cuestionar la validez jurídica de una decisión administrativa, mediante los recursos de la vía 
administrativa y los instrumentos disponibles ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo. 

 Adicionalmente, este Tribunal ha reiterado que “cualquier transgresión a las garantías 
mínimas mencionadas anteriormente, atentaría contra los principios que gobiernan la 
actividad administrativa, (igualdad, imparcialidad, publicidad, moralidad y contradicción) y 
vulneraría los derechos fundamentales de las personas que acceden a la administración o 
de alguna forma quedan vinculadas por sus actuaciones”. 

El derecho al debido proceso, como desarrollo del principio de legalidad y como pilar 
primordial del ejercicio de las funciones públicas, es un derecho fundamental que tiene por 
objeto la preservación y efectiva realización de la justicia material. Este derecho, ha sido 
ampliamente reconocido como un límite al ejercicio, in genere, de los poderes públicos; 



esto, pues tal y como lo preceptúa la Constitución Política, debe ser respetado 
indistintamente, tanto en las actuaciones administrativas, como en las de carácter 
jurisdiccional. 
  
Adicionalmente, esta Corporación ha expuesto en forma reiterativa, que el derecho al 
debido proceso está conformado por un conjunto de garantías que tienden por el respeto y 
protección de los derechos de los individuos que se encuentran incursos en una 
determinada actuación de carácter judicial o administrativa; y en virtud de las cuales, las 
autoridades estatales cuentan con la obligación de ajustar su accionar conforme a los 
procedimientos contemplados para cada tipo de trámite. 
  
Al respecto, en Sentencia C-641 de 2002,  expuso que: 
  

“…el derecho al debido proceso en las actuaciones judiciales, exige que todo 
procedimiento previsto en la ley, se adecue a las reglas básicas derivadas del 
artículo 29 de la Constitución, tales como la existencia de un proceso público 
sin dilaciones injustificadas, con la oportunidad de refutar e impugnar las 
decisiones, en donde se garantice el derecho defensa (sic) y se puedan 
presentar y controvertir pruebas, so pena de vulnerar los derechos 
fundamentales de los sujetos procesales y de alterar las reglas mínimas de 
convivencia social fundadas en los postulados del Estado social de derecho 
(C.P. artículos 1°, 4° y 6° 

 
Procedencia del Defecto Sustantivo 

 
Existe un defecto sustantivo en la decisión judicial cuando la actuación controvertida 
desconoce una ley adaptable al caso o se funda en una norma indiscutiblemente 
inaplicable, ya sea porque (i) la norma perdió vigencia por cualquiera de las razones de ley, 
(ii) es inconstitucional, (iii) o porque el contenido de la disposición no tiene conexidad 
material con los presupuestos del caso. También puede darse en circunstancias en las que 
a pesar del amplio margen interpretativo que la Constitución les reconoce a las autoridades 
judiciales, se produce (iv) un grave error en la interpretación de la norma, el cual puede 
darse por desconocimiento de sentencias con efectos erga omnes o cuando la decisión 
judicial se apoya en una interpretación contraria a la Constitución. Igualmente se considera 
defecto sustantivo (v) el hecho que la providencia judicial tenga problemas determinantes 
relacionados con una insuficiente sustentación o justificación de la actuación que afecte 
derechos fundamentales; o (vi) cuando se desconoce el precedente judicial sin ofrecer el 
mínimo razonable de argumentación que hubiese permitido una decisión diferente si se 
hubiese acogido la jurisprudencia; entre otros. Cuando la autoridad judicial se aparta de los 
precedentes jurisprudenciales sin atender unos requisitos mínimos, demostrando que la 
decisión tomada variaría si hubiera atendido a la jurisprudencia, se puede aducir que el fallo 
carece de suficiente sustentación o justificación, lo que constituye una vulneración del 
debido proceso y la igualdad. 

 
La jurisprudencia constitucional ha establecido que el juez ordinario incurre en una vía de 
hecho por defecto sustantivo cuando en ejercicio de su autonomía e independencia, 
desbordan con su interpretación la Constitución o la ley. Puede presentarse cuando el juez: 
(i) fundamenta su decisión en una norma derogada o declarada inexequible, (ii) basa 
su decisión en una norma evidentemente inaplicable al caso concreto, (iii) el fallo carece de 
motivación material o es manifiestamente irrazonable, (iv) la interpretación desconoce 
sentencias con efectos erga omnes que han definido su alcance, (v) interpreta la norma sin 
tener en cuenta otras disposiciones normativas aplicables, (vi) desconoce la normatividad 
aplicable al caso concreto. Sin embargo, no cualquier divergencia frente al criterio 
interpretativo en una decisión judicial configura un defecto sustantivo, sólo aquellas que 
resultan irrazonables, desproporcionadas, arbitrarias y caprichosas pueden ser objeto de la 
acción de tutela. 

CASO OBJETO DE ESTUDIO 
 
La carrera administrativa es el sistema técnico de administración de personal que tiene por 
objeto garantizar la eficiencia de la administración pública y ofrecer estabilidad e igualdad 
de oportunidades para el acceso y el ascenso al servicio público. Para alcanzar este 
objetivo, el ingreso y la permanencia en los empleos de carrera administrativa, tienen la 
connotación exclusiva del mérito, mediante procesos de selección en los que se 
garantice la transparencia y la objetividad sin discriminación de ninguna naturaleza; y, 
en el entendido que el mérito es la acción que convierte a una persona en digna de ser 
tenida en cuenta, a la par que justifica un reconocimiento o un logro. 
( http://www.cnsc.gov.co/docs/CompendiodeNormatividadyDoctrina.pdf) 

http://www.cnsc.gov.co/docs/CompendiodeNormatividadyDoctrina.pdf


 
En tal sentido, el mérito es un principio constitucional de obligatorio cumplimiento para el 
ingreso a la carrera y así poder llegar a los cargos objeto hoy de debate de Comisario de 
Familia e le Municipio de Dibulla 
 
Para que se cumplan los postulados del mérito, se creó la Comisión Nacional del Servicio 
Civil, quien es responsable de la administración y vigilancia de las carreras, -con excepción 
de las de carácter especial previstas por la Constitución Política-. A ésta le corresponde por 
mandato constitucional y legal, la garantía y salvaguardia del sistema de mérito en el 
empleo público (Artículo 7 de la Ley 909 de 2004) 
 
En ejercicio de las atribuciones relacionadas con la responsabilidad de la administración de 
la carrera administrativa, el numeral c) del artículo 11 de la Ley 909 de 2004, expresa que 
la Comisión Nacional del Servicio Civil tiene como función elaborar las convocatorias a 
concurso para el desempeño de empleos públicos de carrera (Numeral c) del artículo 11 
de la Ley 909 de 2004) 
 
En el caso sub examine, se encuentra que la CNSC, en cumplimiento de la norma 
precitada, publicó la convocatoria 828 a 979 a 986 de 2018, 1134 y 1305 de 2019 
denominado municipios PDET Priorizados, se convocó a concurso de mérito en la Alcaldía 
de Dibulla  el cargo de COMISARIO DE FAMILIA grado 3 Código 202  
 
Que la CNSC encomendó a la Escuela Superior de Administración Publica para que 
realizara el concurso de méritos tanto para de la comisaria de familia de Dibulla 
 
Que los cargos para ser comisario de familia se encuentra tipificados en una norma de la 
republica la cual es el artículo 80 del Código de infancia y adolescencia el cual fue 
modificado en el año 2021 por el artículo 7 de la ley 2127 de 2021. 
 
 
Que la ley 153 de 1887 articulo 2 reza: 
 

ARTÍCULO  2. La ley posterior prevalece sobre la ley anterior. En caso de 
que una ley posterior sea contraria á otra anterior, y ambas preexistentes 
al hecho que se juzga, se aplicará la ley posterior. 

 
Que la ley 1887 en su articulo 7 lo que manifiesta es que se debe aplicar la modificación 
del articulo 80 del codigo de infancia y que los requisitos para el cargo de comisario de 
familia son de carácter legal y se encuentran ubicados en el artículo 80 del Código de 
infancia y la adolescencia que fue modificado por la ley 2126 en su artículo 7 en donde reza 

 

(…) ARTÍCULO 7. Modifíquese el artículo 80 de la Ley 1098 de 2006, el cual quedará así: 

  
ARTÍCULO 80. CALIDADES PARA SER COMISARIO Y 
COMISARIA DE FAMILIA Y DEFENSOR Y10 DEFENSORA DE 
FAMILIA. Para ocupar el empleo de Comisario de Familia y Defensor 
de Familia se deberán acreditar las siguientes calidades: 
  
1. Título profesional de abogado en ejercicio y con tarjeta profesional 
vigente; 
  
2. Título de posgrado en derecho de familia, derecho civil, derecho 
administrativo, derecho constitucional, derecho procesal, derecho 
penal, derechos humanos, o en ciencias sociales, siempre y cuando 
en este último caso el estudio de la familia sea un componente 
curricular del programa o títulos afines con los citados, siempre que 
guarden relación directa, clara e inequívoca con las funciones 
asignadas al comisario de familia o al defensor de familia. 
  
3. Dos (2) años de experiencia relacionada con las funciones del 
cargo. En los Municipios de quinta y sexta categoría, se podrá 
acreditar un (1) año de experiencia profesional relacionada con 
las funciones del cargo. 

  
4. Contar con las competencias que señale el Departamento 
Administrativo de la Función Pública para el ejercicio del cargo, las 
cuales deberán evaluarse a través de pruebas específicas. 
  
5. No tener antecedentes penales, disciplinarios ni fiscales, ni 
encontrarse inhabilitado por normas especiales, especialmente en el 
registro de ofensores sexuales 

 



Que la jurisprudencia constitucional ha establecido que el juez ordinario incurre en una vía 
de hecho por defecto sustantivo cuando en ejercicio de su autonomía e independencia, 
desbordan con su interpretación la Constitución o la ley. Puede presentarse cuando el juez: 
(i) fundamenta su decisión en una norma derogada o declarada inexequible, (ii) basa 
su decisión en una norma evidentemente inaplicable al caso concreto, (iii) el fallo carece de 
motivación material o es manifiestamente irrazonable, (iv) la interpretación desconoce 
sentencias con efectos erga omnes que han definido su alcance, (v) interpreta la norma sin 
tener en cuenta otras disposiciones normativas aplicables, (vi) desconoce la normatividad 
aplicable al caso concreto. Sin embargo, no cualquier divergencia frente al criterio 
interpretativo en una decisión judicial configura un defecto sustantivo, sólo aquellas que 
resultan irrazonables, desproporcionadas, arbitrarias y caprichosas pueden ser objeto de la 
acción de tutela. 

Que se encuentra esclarecido que para el presente caso se debe utilizar es la ley posterior 
es decir la modificación de la que trata la ley 2126 de 2021 

Que al analizar la verificación de Requisitos mínimos realizada por la ESAP en la plataforma 
SIMO podemos concluir que exigió cero (0) meses de experiencia para acreditar y admitir 
a los concursantes de la comisaria de familia de Dibulla como se puede apreciar a 
continuación. 
 

 
 
Que la universidad ESAP utilizo una norma derogada del artículo 80 del C.I.A en la cual el 
cargo de defensor de familia y comisario de familia no se necesitaba experiencia alguna. 
 
Que la universidad ESAP cometió un defecto sustancial al aplicar una norma derogada y 
que mino el debido proceso de los participantes que le guardaron en la entidad toda respeto 
honestidad, rectitud, decoro y credibilidad la cual fue defraudada por la entidad. 
 
Que dicha interpretación por parte de la ESAP de aplicar una norma derogada es un yerro 
administrativo y un claro defecto sustancial situación que se compasa al tenor del articulo 
47 de la ley 2126 de 2021 en la que claramente manifiesta que el artículo 7 de dicha ley se 
encuentra en vigencia desde el 4 de agosto de 2021. 
 
Que el debido proceso ha sido entendido como una manifestación del Estado que busca 
proteger a los individuos frente a las actuaciones de sus agentes, procurando que en todo 
momento se respeten las formas propias de cada juicio. En esta línea argumentativa, la 
Corte Constitucional, desde sus inicios, ha explicado que “las situaciones de controversia 
que surjan de cualquier tipo de proceso, requieren de una regulación jurídica previa que 
limite los poderes del Estado y establezcan el respeto de los derechos y obligaciones de 
los sujetos procesales, de manera que ninguna actuación de las autoridades dependa de 
su propio arbitrio, sino que se encuentren sujetas a los procedimientos señalados en la ley 
 
Que el derecho al debido proceso, como desarrollo del principio de legalidad y como pilar 
primordial del ejercicio de las funciones públicas], es un derecho fundamental que tiene por 
objeto la preservación y efectiva realización de la justicia material. Este derecho, ha sido 
ampliamente reconocido como un límite al ejercicio, in genere, de los poderes públicos; 
esto, pues tal y como lo preceptúa la Constitución Política, debe ser respetado 
indistintamente, tanto en las actuaciones administrativas, como en las de carácter 
jurisdiccional. 
 
Que el comportamiento caprichoso de la Universidad de aplicar un artículo derogado es 
una clara arbitrariedad y una via de hecho de carácter administrativo que vulnera los 
derechos fundamentales al debido proceso administrativo de los participantes de los 
concursos y del accionante. 
 
Que dicha situación es vulneradora al debido proceso administrativo Puesto que no es 
necesario crear unas falsas expectativas a Los participantes que hoy aparecen admitidos y 
una vez que la ALCALDIA DE Dibulla encuentren que no cumplen con los requisitos 
plasmados en el artículo 7 de la ley 2126 de 2021 solicitaran exclusión de la lista de 
elegibles. 
 
Por lo cual es necesario se deje sin efecto la verificación de requisitos mínimos realizada 
por la entidad ESAP notificada en fecha 28 de junio de 2022 en los cargos de comisario de 



familia de Dibulla y como consecuencia que la Universidad ESAP realice una nueva 
verificación de requisitos mínimos para el cargo de comisario de familia de Dibulla aplicando 
el artículo 7 de la ley 2126 de 2021 y como consecuencia los participantes que no acrediten 
los tiempos de experiencia relacionadas sean declarados inadmitidos 
 
El actuar del operador de manera fraudulenta al utilizar una norma derogada para la 
verificación de requisitos mínimos es una clara vulneración al debido proceso por defecto 
sustancial, lo cual implica una reducción injustificada a las posibilidades de poder acceder 
a los cargos de comisario de familia respectivamente de los aspirantes y de los accionantes 
por lo cual es claro que  vulnera los derechos fundamenta de los accionantes A LA 
CONFIANZA LEGITIMA, A LA BUENA FE, AL DEBIDO PROCESO,  A LA DEFENSA DE 
SUS INTERESES, A LA IGUALDAD, A OCUPAR CARGOS PUBLICOS, A LA 
LEGALIDAD, PUBLICIDAD, AL DERECHO DE PARTICIPAR EN UNA CONVOCATORIA 
PUBLICA PARA CARGOS PUBLICOS DE MERITOS CON PAUTAS CLARAS JUSTAS 
E INMODIFICABLES, A NO SOPORTAR INTERPRETACIONES FRAUDULENTAS.  

 
TERCEROS INTERESADOS 

 

Honorable Juez Constitucional de TUTELA solicito con la finalidad de que se constituya 

correctamente el contradictorio se vincule como terceros interesados si usted lo considera 

prudente a: 

 

LA ESCUELA SUPERIOR DE ADMINISTRACION PUBLICA (ESAP), ALCALDIA DE 

Dibulla, los participantes admitidos de la convocatoria 828 a 979 a 986 de 2018, 1134 y 

1305 de 2019 denominado municipios PDET Priorizados, de la Alcaldía Dibulla al cargo de 

COMISARIO DE FAMILIA grado 3 Código 202 OPEC 83398 (Indeterminados), , la 

PROCURADURIA ADMINISTRATIVA DE LA GUAJIRA,  A LA OFICINA DE 

TRANSPARENCIA DE PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, EL DEPARTAMENTO 

ADMINISTRATIVO DE LA FUNCION PUBLICA 

 

MEDIDA CAUTELAR o PROVISIONAL 

 

Solicito como medida cautelar o provisional principal a usted Juez Constitucional de 

TUTELA que decrete la suspensión de La convocatoria 828 a 979 a 986 de 2018, 1134 y 

1305 de 2019 denominado municipios PDET Priorizados Alcaldía de Dibulla la Guajira para 

el cargo de Comisario de Familia de Dibulla grado 3 código 202 OPEC 83398, lo anterior 

dado que se corre el riesgo que la Comisión Nacional del Servicio Civil expida lista o registro 

de elegibles dado que el Cargo al pertenecer a un municipio de 5ta y 6ta categoría no tiene 

prueba de Valoración de Antecedentes a diferencia del cargo de comisario de familia de 

Valledupar al ser una ciudad de primera categoría tiene valoración de antecedentes, por lo 

cual en cualquier momento puede expedir la lista o registro de elegibles. 

 

La anterior petición se sustenta siguiendo la línea de La Corte Constitucional en sentencia 

SU695/15 cuando menciona que La protección provisional está dirigida a:  

 

i) proteger los derechos de los demandantes con el fin de impedir que un eventual 

amparo se torne ilusorio; 

ii) salvaguardar los derechos fundamentales que se encuentran en discusión o en 

amenaza de vulneración; y 

iii) evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos objeto 

de análisis en el proceso, perjuicios que no se circunscriben a los que pueda 

sufrir el demandante. 

 

De ahí que, el juez está facultado para “ordenar lo que considere procedente” con arreglo 

a estos fines (inciso 2° del articulo transcrito) .... Las medidas provisionales cuentan con 

restricciones, debido a que la discrecionalidad que entraña su ejercicio no implica un poder 

arbitrario u omnímodo. Por ello, la expedición de esa protección cautelar debe ser 

“razonada, sopesada y proporcionada a la situación planteada”. 

 

 



Según la Corte, ‘Las medidas provisionales buscan evitar que la amenaza contra el derecho 

fundamental se convierta en violación o, habiéndose constatado la existencia de una 

violación, ésta se torne más gravosa y las mismas pueden ser adoptadas durante el trámite 

del proceso o en la sentencia, toda vez que “únicamente durante el trámite o al momento 

de dictar la sentencia, se puede apreciar la urgencia y necesidad de la medida2 ’.  

 

En otra ocasión, dicha corporación, en relación con la procedencia de la medida provisional, 

dijo lo siguiente:  

“2. La medida provisional de suspensión de un acto concreto que presuntamente amenaza 

o vulnera un derecho fundamental, pretende evitar que la amenaza al derecho se convierta 

en violación o que la violación del derecho produzca un daño más gravoso que haga que el 

fallo de tutela carezca de eficacia en caso de ser amparable el derecho. Como su nombre 

lo indica, la medida es provisional mientras se emite el fallo de tutela, lo cual significa que 

la medida es independiente de la decisión final”.  

 

En ese orden de ideas, la judicatura considera que existen elementos indicativos de la 

necesidad de acceder a la medida provisional pedida, toda vez que la accionante se 

encuentra en un proceso de selección de concurso de méritos en el cual pueden estar 

siendo violados Derechos Fundamentales tanto a la accionante como a los demás 

aspirantes de méritos ofrecida por CNSC, por lo tanto, se Solicitará decretar medida 

cautelar consistente de suspensión de La convocatoria 828 a 979 a 986 de 2018, 1134 y 

1305 de 2019 denominado municipios PDET Priorizados Alcaldía de Dibulla la Guajira para 

el cargo de Comisario de Familia de Dibulla grado 3 código 202 OPEC 83398 

 

PRETENSIONES 

  
1. Se admita la presente acción de tutela. 

 
2. Se ordene a la CNSC aportar con el informe de la presente acción de tutela copia 

legibles de la inscripción SIMO y la  experiencia registrada de Los participantes con  
Numero de inscripción 345344352 y No 336412117. 
 

3. Tutelar los derechos fundamentales a la confianza legítima, a la buena fe, al 
debido proceso,  a la defensa- de mis intereses, contradicción, a la igualdad, 
a ocupar cargos públicos, a la legalidad, publicidad, al derecho de participar 
en una convocatoria pública para cargos públicos de méritos con pautas 
claras justas e inmodificables, a no soportar interpretaciones fraudulentas al  
señor CIELO MARGARITA VEGA MENDOZA  
 

4. Ordenar en un término no superior de 48 horas dejar sin efectos la verificación de 
requisitos mínimos notificada en fecha 28 de junio de 2022 realizada por el operador 
de la  Comisión Nacional del Servicio Civil y como consecuencia ordene a la CNSC 
y/o su operador ESCUELA SUPERIOR DE ADMINISTRACION PUBLICA (ESAP) 
realice una nueva verificación de requisitos mínimos de los aspirantes de la 
convocatoria 828 a 979 a 986 de 2018, 1134 y 1305 de 2019 denominado municipios 
PDET Priorizados,  al cargo de COMISARIO DE FAMILIA DE DIBULLA grado 3 
Código 202 OPEC 83398 teniendo en cuenta el contenido del artículo 7 de la ley 
2126 de 2021 en la cual exige ACREDITAR Un (1) años de experiencia relacionada 
con las funciones del cargo de comisario de Familia.  
 

5. Que de dicha nueva verificación de requisitos mínimos si alguno de los candidatos 
para la comisaria de familia de Dibulla no cumplen con los requisitos del cargo sean 
inadmitido. 
 

6. Que siga el curso natural del proceso de méritos. 
 

PRUEBAS 

Documentales 

1. Copia de los Acuerdos de Dibulla 

2. Respuesta del CNCS sobre las exclusiones 

3. Copia Ley 2126 de 2021 



4. Pantallazos de la verificación de requisitos mínimos realizada por la ESAP en la 

plataforma SIMO. 

 

PRUEBAS OFICIOSA 

 

 Sírvase con la admisión de la acción de tutela requerir a la COMISION 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL O QUIEN HAGA SUS VECES Copia la 
experiencia reportada por los inscritos la convocatoria 828 a 979 a 986 
de 2018, 1134 y 1305 de 2019 denominado municipios PDET Priorizados, 
en donde ofertaron en la Alcaldía de Dibulla el cargo de COMISARIO DE 
FAMILIA grado 3 Código 202 OPEC 83398 
 

 Se ordene a la CNSC aportar con el informe de la presente acción de tutela 
copia legibles de la inscripción SIMO y la  experiencia registrada de Los 
participantes con numero de inscripción No 345344352 y No 336412117 
para el cargo de COMISARIO DE FAMILIA grado 3 Código 202 OPEC 83398 

 

COMPETENCIA 

 

Es usted señor juez, competente, para conocer del asunto por la naturaleza de los 

hechos, por tener jurisdicción en el domicilio de la entidad accionada y de 

conformidad con lo dispuesto en el decreto 1382 de 2000 

 

JURAMENTO 

 

Afirmamos que no hemos instaurado otra acción de tutela contra la parte accionada 

relacionada con estos procesos de restablecimiento de derechos 

 

Anexos 

 

Aporto copia de la acción de tutela y del anexo para surtir el traslado a la parte 

accionada y copia de la misma para la acción del Juzgado. 

 

Notificaciones 

 

Dirección para recibir comunicaciones, tanto del accionante como de la accionada: 

 

Accionante. CIELO MARGARITA VEGA MENDOZA 

Dirección electrónica  cielomargarita@hotmail.com  

 

El CNSC recibe notificaciones en la dirección Cra.16 #96-64, Bogotá y al correo electrónico 

notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 

 

Procuraduría Administrativa de la Guajira recibe notificaciones en el correo electrónico 

procuraduria91_riohacha@hotmail.com 

 

Del señor juez,  

 

 

 

CIELO MARGARITA VEGA MENDOZA 

CC: No 40.933.059 

PARÁGRAFO SEGUNDO.art 82 C.G.P  Las demandas que se presenten en mensaje de datos no 

requerirán de la firma digital definida por la Ley 527 de 1999. En estos casos, bastará que el 

suscriptor se identifique con su nombre y documento de identificación en el mensaje de datos. 
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Sede Atención al Ciudadano y Correspondencia: Carrera 16 № 96 - 64, Piso 7
Sede principal: Carrera 12 № 97 - 80, Piso 5    PBX: 57 (1) 3259700    Línea Nacional CNSC: 01900 3311011 
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Código postal 110221    Bogotá D.C., Colombia

Señor:
CARLOS ANDRES VEGA MENDOZA
NOTIFICACIONESJUDICIALESGUA@GMAIL.COM

Asunto: RESPUESTA SOLICITUD DE EXCLUSIÓN

Referencia: 2022RE051923

Cordial saludo,

La Comisión  Nacional del Servicio Civil recibió la petición bajo el radicado de la referencia,  

mediante la cual solicita exclusión de aspirantes inscritos en el empleo con OPEC 4739 

denominado Comisario de Familia, Código 202, Grado 3  de la ALCALDÍA MUNICIPAL DE 

ALBANIA  –  LA GUAJIRA ,  por el presunto incumplimiento de requisitos mínimos, para lo cual se 

informa: 

Inicialmente, es  importante precisar que la CNSC expidió el Acuerdo No. 20211000009596 del 29 
de abril de 2021, contiene los lineamientos generales que direccionan el desarrollo de la 
Convocatoria No. 2048 de 2021  –  Municipios de 5ta y 6ta Categoría, para la provisión de los 
empleos de carrera administrativa de la planta de personal de la ALCALDÍA MUNICIPAL DE 
ALBANIA  –   LA  GUAJIRA, el cual, conforme lo establece el artículo 31 de la Ley 909 de 2004, es 
norma reguladora del concurso y obliga tanto a la CNSC, como a la entidad convocante y a sus 
participantes.

Ahora bien, el artículo 27 del Acuerdo de Convocatoria señala: 
 
Artículo 27. EXCLUSIONES DE LISTAS DE ELEGIBLES. En los términos del artículo 14 del Decreto Ley 760 de 2005, 
dentro de los cinco (5) días siguientes a la publicación de una lista de Elegibles,  la Comisión de Personal  de la entidad 
para la cual se realiza el presente proceso de selección, podrá solicitar a la CNSC, exclusivamente a través del  SIMO , 
en forma motivada,  Ia  exclusión de esta  Iista  de la persona o personas que figuren en ella. cuando haya comprobado 
cualquiera de los hechos a los que se refiere el precitado artículo de dicha norma. Las solicitudes de esta clase que se 
reciban por un medio diferente al indicado en el presente Acuerdo, no serán tramitadas

Con lo anterior se aclara que, las solicitudes de exclusión NO deben ser allegadas por los 
aspirantes toda vez que es la Comisión de Personal de la Entidad quién tiene la facultad y 
competencia para allegarlas cuando sea conformada la lista de elegibles. Por otra parte, se suma 
el hecho que tal solicitud únicamente se tramitara mediante SIMO, motivo por el cual su 
requerimiento resulta IMPROCEDENTE.
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Cordialmente, 

ELKIN ORLANDO MARTÍNEZ GORDON
ASESOR

Elaboró: IVAN JAVIER VALEST BUSTILLO  - CONTRATISTA - DESPACHO DEL COMISIONADO III
Aprobó: ELKIN ORLANDO MARTÍNEZ GORDON -  ASESOR -  DESPACHO DEL COMISIONADO III



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

CNSC 
COMISIÓN NACIONAL 
DEL SERVICIO CIVIL 
Igualdad, Mérito y Oportunidad 

ACUERDO N.2 0109 DE 2020 
27-02-2020 

12112111100010111111  
Por el cual se modifican los artículos 110, 14°y 23° de/Acuerdo No. 20191000000166 del 15 de enero 
de 2019, de la Alcaldía de Dibulla - La Guajira, en el marco del PROCESO DE SELECCIÓN No. 906 

de 2018 - MUNICIPIOS PRIORIZADOS PARA EL POST CONFLICTO (MUNICIPIOS DE 6a  Y 6a  
CATEGORÍA) 

LA COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC-, 

En uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas en el artículo 130 de la 
Constitución Política, en los artículos 11,12 y 30 de la Ley 909 de 2004, y en los artículos 2.2.6.1 y 2.2.6.3 del 

Decreto 1083 de 2015, adicionado por el Decreto 1038 de 2018 y, 

CONSIDERANDO: 

La Comisión Nacional del Servicio Civil, en sesión de Sala Plena del 11 de enero de 2019, aprobó convocar el 
Proceso de Selección para proveer por mérito los empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de 
Carrera Administrativa de la planta de personal de algunos Municipios Priorizados para el Post Conflicto de que 
trata el Decreto Ley 893 de 2017, entre otros para el Municipio de Dibulla (La Guajira). 

Para tal efecto, la CNSC profirió el Acuerdo No. 20191000000166 del 15 de enero de 2019, "Por el cual se 
convoca y se establecen las reglas del Concurso Abierto de Méritos para proveer definitivamente los empleos 
Vacantes pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa de la planta de personal de la Alcaldía de 
Dibulla - La Guajira, Proceso de Selección No. 906 de 2018 - MUNICIPIOS PRIORIZADOS PARA EL POST 
,CONFLICTO (MUNICIPIOS de 5°y 6° CATEGORÍA)". 

Con posterioridad a la suscripción del precitado Acuerdo, la Comisión Nacional revisó el reporte de la Oferta 
'Pública de Empleos de Carrera -OPEC- frente al Manual de Funciones y Competencias Laborales de la Alcaldía 
de Dibulla - La Guajira, situación que conllevó al ajuste y modificación de la OPEC en el aplicativo SIMO, razón 
por la cual se hace necesario modificar el artículo 11° del Acuerdo No. 20191000000166 del 15 de enero de 2019. 

De otra parte, el numeral 11 del artículo 14° del Acuerdo de convocatoria prevé un término de "hasta dos (2) 
meses después del cierre de las inscripciones"  para que los aspirantes, si lo consideran pertinente, puedan 
modificar a través del aplicativo SIMO la ciudad de aplicación de pruebas escogida al momento de su inscripción. 

Al respecto, el proceso de selección de Municipios Priorizados para el Post Conflicto, diseñado con un enfoque 
diferencial, cuenta con una estructura especial para su ejecución puesto que una vez finaliza la etapa de 

, inscripciones, se lleva a cabo la aplicación de pruebas escritas sobre competencias básicas, funcionales y 
comportamentales, finalizando con la verificación de requisitos mínimos. Por lo anterior, y en aplicación de los 
principios constitucionales de celeridad, economía y eficacia', resulta necesario modificar el término señalado con 

, el propósito de adelantar, con la mayor rapidez, las distintas fases del proceso, por tal motivo el plazo para 
modificar la ciudad de aplicación de las pruebas por parte de los aspirantes, será de "hasta dos (2) semanas 

, después del cierre de las inscripciones";  razón por la cual es necesario modificar el numeral 11 del artículo 
14° del referido Acuerdo. 

En el artículo 23°, de las Convocatorias para los Municipios Priorizados de 5a  y 6a  categoría, se establecieron 
treinta y un (31) ciudades de aplicación para la presentación de las pruebas. 

Mediante oficio con radicado CNSC No. 20196000900432 del 01 de octubre de 2019, se solicitó a la CNSC incluir 
como lugar de presentación de pruebas el municipio de Puerto Leguízamo, debido a que es una "zona de difícil 

acceso" y el desplazamiento de los aspirantes de este municipio a otro lugar representa trayectos demasiado 
largos y con el fin de garantizar y facilitar la participación de los aspirantes en el proceso de selección, se 
considera necesario incluir a Puerto Leguízamo (Putumayo), como municipio para la aplicación de pruebas. Por 
lo anterior, se modificará el artículo 23° del Acuerdo de convocatoria mencionado. 

1  Constitución Política, artículo 209 en concordancia con los artículos 3° de la Ley 1437 de 2011 y el artículo 2° de la Ley 909 de 2004 

lvii lvii 1111 
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Por el cual se modifican los artículos 11°, 14° y 23° del Acuerdo No. 20191000000166 del 15 de enero de 2019, de la Alcaldía 
de Dibulla - La Guajira, en el marco del PROCESO DE SELECCIÓN No. 906 de 2018 - MUNICIPIOS PR1ORIZADOS PARA 
EL POST CONFLICTO (MUNICIPIOS DE 5a  Y 6 CATEGORÍA)  

Lo anterior encuentra fundamento en lo dispuesto por el artículo 130  del citado Acuerdo, el cual establece: 

"(...) ARTÍCULO 13°.- MODIFICACIÓN DE LA CONVOCATORIA. Antes de dar inicio a la etapa de 
inscripciones, la Convocatoria podrá ser modificada o complementada, en cualquier aspecto por la Comisión 
Nacional del Servicio Civil y oportunamente divulgada a través del sitio web www.cnsc.clov.co  y/o enlace SIMO. 

(--)" 

De acuerdo con lo señalado por la Corte Constitucional, en la Sentencia C - 183 de 20192  a través de la cual se 
dispuso declarar exequible la expresión "el jefe de la entidad u organismo", contenida en el numeral 1 del artículo 
31 de la Ley 909 de 2004 bajo el entendido de que el jefe de la entidad puede suscribir la convocatoria como 
manifestación del principio de colaboración armónica, y que de esta posibilidad no se sigue de ningún modo que 
la convocatoria dependa de la firma del jefe de la entidad, el presente acto administrativo lo suscribe únicamente 
el Representante Legal de la CNSC. 

La Sala Plena de la CNSC, en sesión del día 25 de febrero de 2020, aprobó modificar los artículos 11°, 14° y 23 
del Acuerdo No. 20191000000166 del 15 de enero de 2019, en el sentido de actualizar la OPEC reportada por la 
respectiva Alcaldía, modificar el término para el cambio de ciudad para aplicación de pruebas e incluir a Puerto 
Leguízamo (Putumayo) como ciudad de aplicación de pruebas. 

En mérito de lo expuesto, 

ACUERDA: 

ARTÍCULO PRIMERO.- Modificar el artículo 110  del Acuerdo No. 20191000000166 del 15 de enero de 2019, por 
las consideraciones expuestas en el presente Acuerdo, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 11°.- EMPLEOS CONVOCADOS. Los empleos vacantes de la Oferta Pública de Empleos de 
Carrera - OPEC, de la Alcaldía de Dibulla- La Guajira, que se convocan por este concurso abierto de méritos' 
son: 

NIVEL DENOMINACIÓN CÓDIGO GRADO 
NÚMERO 

DE 
EMPLEOS 

NÚMERO 
DE 

VACANTES 

Profesional 

Comisario De Familia 202 3 1 1 

Profesional Universitario 
219 2 7 7 

219 3 6 7 

Corregidor 227 1 1 6 

Técnico 

Técnico Administrativo 
367 2 8 8 

367 3 1 1 

Técnico Operativo 314 1 1 2 

Inspector De Policía 3a  A 6a  Categoría 303 3 1 1 

Asistencial 
Auxiliar Administrativo 407 3 1 1 

Secretario 440 1 1 1 

Total General 28 35 

PARÁGRAFO 1: Bajo su exclusiva responsabilidad, el aspirante deberá consultar los empleos a proveer 
mediante este concurso de méritos, en la OPEC registrada por la entidad objeto de la presente Convocatoria, 
la cual se encuentra debidamente publicada en el sitio Web de la CNSC www.cnsc.gov.co  enlace SIMO. 

PARÁGRAFO 2: La OPEC registrada en el aplicativo SIMO forma parte integral de/presente Acuerdo, ha sido 
suministrada por la Alcaldía de Dibulla - La Guajira y es de responsabilidad exclusiva de ésta, por lo que, en • 
caso de presentarse diferencia por error de digitación, de transcripción o de omisión de palabras entre ésta y 
la información contenida en el Manual de Funciones y Competencias Laborales y/o demás actos administrativos 
que la determinaron, puntualmente en lo relacionado con la denominación, código y grado del empleo ofertado, 
la disciplina académica exigida, la asignación salarial vigente, el propósito principal y las funciones a ejercer, la 
OPEC se corregirá dando aplicación a lo previsto en el artículo 45 del Código de Procedimiento Administrativo 
y de lo Contencioso Administrativo, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 13° del presente Acuerdo. 
Así mismo las consecuencias que se deriven de dichos errores o inexactitudes, recaerán en la Entidad que 
efectuó el reporte. 

2  Corte Constitucional: Demanda de Inconstitucionalidad en contra del artículo 31 (parcial) de la Ley 909 de 2004, Magistrado Sustanciador: 
Luis Guillermo Guerrero Pérez -8 de mayo de 2019. 
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Por el cual se modifican los artículos 11°, 140  y 23° del Acuerdo No. 20191000000166 del 15 de enero de 2019, de la Alcaldía 
de Dibulla - La Guajira, en el marco del PROCESO DE SELECCIÓN No. 906 de 2018 - MUNICIPIOS PRIORIZADOS PARA 
EL POST CONFLICTO (MUNICIPIOS DE 5a  Y 6°  CATEGORÍA) 

PARÁGRAFO 3: La sede de trabajo de cada uno de los empleos vacantes objeto del presente proceso de 
selección, estará determinada en la OPEC, la cual forma parte integral de esta Convocatoria. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Modificar el numeral 11 del artículo 14° del Acuerdo No. 20191000000166 del 15 de 
enero de 2019, por las consideraciones expuestas en el presente Acuerdo, el cual quedará así: 

"(...) ARTÍCULO 14°.- CONSIDERACIONES PREVIAS AL PROCESO DE INSCRIPCIÓN. Los aspirantes a 
participar en el presente Concurso de Méritos, deben tener en cuenta las siguientes consideraciones, antes de 
iniciar su proceso de inscripción: (...) 

11. El aspirante debe indicar la ciudad o municipio de presentación de las pruebas del "Proceso de Selección 
No. 906 de 2018 - MUNICIPIOS PRIORIZADOS PARA EL POST CONFLICTO (MUNICIPIOS DE 5° Y 6°  

CATEGORÍA)", dentro de las establecidas en el presente Acuerdo al momento de realizar la inscripción. No 
obstante, hasta dos (2) semanas después del cierre de las inscripciones, el aspirante podrá modificar 
únicamente a través del enlace SIMO la ciudad de aplicación de las pruebas. 

Las ciudades y municipios determinados para el presente concurso se encuentran dispuestos en el artículo 
23. (...)" 

ARTÍCULO TERCERO.- Modificar el artículo 23° del Acuerdo No. 20191000000166 del 15 de enero de 2019, 
por las consideraciones expuestas en el presente Acuerdo, el cual quedará así: 

"ARTÍCULO 23°.- CIUDADES Y MUNICIPIOS DE APLICACIÓN DE LAS PRUEBAS. Las pruebas 
previstas en el "PROCESO DE SELECCIÓN No. 906 de 2018 - MUNICIPIOS PRIORIZADOS PARA EL 
POST CONFLICTO (MUNICIPIOS DE 59  Y 6°  CATEGORÍA)" serán aplicadas únicamente en las ciudades 
o municipios establecidos a continuación, y conforme a la ciudad o municipio seleccionado por el aspirante 
en el momento de la inscripción. 

MEDELLÍN (Antioquia), YARUMAL (Antioquia), CAUCASIA (Antioquía), APARTADÓ (Antioquia), 
SARA VENA (Arauca), CARMEN DE BOLÍVAR (Bolívar), SANTA ROSA DEL SUR (Bolívar), POPAYÁN 
(Cauca), GUAPI (Cauca), SAN JOSÉ DE FRAGUA (Caquetá), FLORENCIA (Caquetá), VALLEDUPAR 
(Cesar), QUIBDÓ (Chocó), ISTMINA (Chocó), MONTERÍA (Córdoba), ALGECIRAS (Huila), 
VILLAVICENCIO (Meta), SAN JUAN DE PASTO (Nariño), SAN ANDRÉS DE TUMACO (Nariño), SAN 
JOSÉ DEL GUA VIARE (Guaviare), SANTA MARTA (Magdalena), OCAÑA (Norte de Santander), TIBÚ 
(Norte de Santander), BARRANCABERMEJA (Santander), CALI (Valle del Cauca), BUENAVENTURA 
(Valle del Cauca), MOCOA (Putumayo), PUERTO ASÍS (Putumayo), PUERTO LEGUÍZAMO (Putumayo), 
CHAPARRAL (Tolima), PLANADAS (Tolima) y SINCELEJO (Sucre)." 

ARTÍCULO CUARTO.- Las demás disposiciones contenidas en el Acuerdo No. 20191000000166 del 15 de enero 
de 2019, quedarán incólumes. 

ARTÍCULO QUINTO.- VIGENCIA. El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación en el sitio Web 
de la Comisión Nacional del Servicio Civil, de conformidad con lo dispuesto en el inciso final del artículo 33 de la 
Ley 909 de 2004. 

UBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
Dado en Bogotá D.C., el 27-02-2020 
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Ley 2126 de 2021
Los datos publicados tienen propósitos exclusivamente informativos. El Departamento Administrativo de la Función Pública no se
hace responsable de la vigencia de la presente norma. Nos encontramos en un proceso permanente de actualización de los
contenidos.

LEY 2126 DE 2021

 (Agosto 4)

 “POR LA CUAL SE REGULA LA CREACIÓN, CONFORMACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LAS COMISARÍAS DE FAMILIA, SE ESTABLECE EL ÓRGANO
RECTOR Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”

 

EL CONGRESO DE COLOMBIA

 

DECRETA:

 

CAPÍTULO I

 

OBJETO, NATURALEZA JURÍDICA Y PRINCIPIOS RECTORES DE LAS COMISARÍAS DE FAMILIA

 

ARTÍCULO  1. Objeto. La presente ley tiene por objeto dictar disposiciones que otorguen herramientas a las Comisarías de Familia para
gestionar su diseño institucional y para facilitar, ampliar y garantizar el acceso a la justicia por medio de la atención especializada e
interdisciplinaria, con el fin de prevenir, proteger, restablecer, reparar y garantizar los derechos de quienes estén en riesgo, sean o hayan
sido víctimas de violencia por razones de género en el contexto familiar y víctimas de otras violencias en el contexto familiar, según lo
establecido en la presente ley.

 

ARTÍCULO  2. Objeto misional de las comisarías de familia. Las Comisarías de Familia son las dependencias o entidades encargadas de
brindar atención especializada e interdisciplinaria para prevenir, proteger, restablecer, reparar y garantizar los derechos de quienes estén
en riesgo, sean o hayan sido víctimas de violencia por razones de género en el contexto familiar y/o víctimas de otras violencias en el
contexto familiar, según lo establecido en la presente ley.

 

ARTÍCULO 3. Naturaleza jurídica. Las Comisarías de Familia son dependencias o entidades de carácter administrativo e interdisciplinario del
orden municipal o distrital, con funciones administrativas y jurisdiccionales, conforme a los términos establecidos en la presente ley.

 

ARTÍCULO 4. Principios rectores. Toda actuación del personal de las Comisarías de Familia deberá orientarse por los siguientes principios:

 

1. Respeto y garantía de los derechos humanos: Las Comisarías de Familia deben orientar su actuación conforme a los parámetros
constitucionales e internacionales en materia de una efectiva protección y garantía de los derechos humanos de las personas usuarias de
sus servicios. Ningún trámite

 

ante las Comisarías de Familia puede dar lugar a la revictimización de las personas afectadas por violencia en el contexto familiar.

 

Todo el personal de las comisarías de familia deberá abstenerse de incurrir en cualquier acto, práctica u omisión frente a cualquier tipo de

http://www.funcionpublica.gov.co
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violencia. Además, toda actuación de los funcionarios deberá regirse por el principio de acción sin daño.

 

2. Oportunidad: Las actuaciones de las Comisarías de Familia deben constituir una respuesta inmediata en materia de protección y garantía
de los derechos de quienes están en riesgo o son víctimas de violencia en el contexto familiar.

 

3. Eficacia: Las actuaciones de las Comisarías de Familia deberán ofrecer una respuesta eficaz que responda al contexto de la violencia,
amenaza y/o vulneración de los derechos de quienes están en riesgo o son víctimas de violencia en el contexto familiar, y que propenda por
la no ocurrencia o repetición de esta. La preservación de la integridad familiar no podrá en ningún momento servir de argumento para
justificar una situación de riesgo, amenaza o vulneración de los derechos de cualquier integrante de la familia.

 

4. Eficiencia: Las Comisarías de Familia deben contar con los medios y recursos humanos, físicos, técnicos y tecnológicos más adecuados
para el cumplimiento de su objeto misional, los cuales deben ser dispuestos de tal manera que consigan los mejores resultados posibles en
relación con las gestiones que deben desempeñar.

 

5. Autonomía e independencia: Las Comisarías de Familia cuentan con autonomía e independencia para interpretar y aplicar la ley, dentro
del marco de la misma, garantizando los derechos fundamentales y cumpliendo con el deber de proteger a quienes se encuentren en riesgo
o sean víctimas de violencia en el contexto familiar. El comisario o comisaria de familia y su equipo interdisciplinario no podrán ser
sometidos a ningún tipo de presión, condicionamiento o determinación por parte de otros actores en la toma de las decisiones.

 

6. Debida diligencia: La actuación de la comisaría de familia debe estar dirigida a garantizar, restablecer y reparar los derechos de las
personas que están en riesgo o han sido víctimas de violencia en el contexto familiar, poner fin a la violencia, maltrato o agresión, o evitar
que esta se realice cuando fuere inminente, atendiendo a los estándares internacionales aplicables en la materia.

 

7. Interés superior de los niños, niñas y adolescentes: Conforme a los parámetros internacionales en la materia, la actuación de las
Comisarías de Familia deberá garantizar la satisfacción integral y simultánea de todos los derechos de los niños, niñas y adolescentes
integrantes de la familia, entendidos como universales, prevalentes e interdependientes.

 

8. No discriminación: En todas las actuaciones y decisiones de las Comisarías de Familia, se deberá garantizar la no discriminación en razón
de la situación personal, social, económica, edad, sexo, identidad de género, orientación  sexual, etnia, raza, religión, ideología política. o
filosófica, discapacidad, convicciones personales, nacionalidad o cualquier otra condición que pueda constituir un criterio de discriminación.

 

9. Imparcialidad: El actuar de las Comisarías de Familia no habrá de inclinarse intencionadamente para favorecer o perjudicar a alguna de
las partes, o hacia uno de los aspectos en debate, ni podrá estar influenciada por sesgos, prejuicios o estereotipos. Se debe garantizar el
debido proceso.

 

10. Atención diferenciada e interseccional: Las ..Comisarías de Familia garantizarán la aplicación del enfoque diferencial e interseccional,
considerando las necesidades y situaciones particulares de los territorios y de los grupos más vulnerables, sujetos de especial protección o
personas especialmente afectadas por el conflicto armado, los niños, niñas y adolescentes, personas adultas mayores, personas con
discapacidad, mujeres, población rural, líderes sociales, defensores de derechos humanos, indígenas, población afrocolombiana, negra,
palenquera, raizal, Rrom, y personas con orientación sexual o identidad de género diversas, migrantes, entre otros

 

11. Enfoque de género: Las Comisarías de Familia reconocerán la existencia de relaciones de poder, subordinación, inequidad, roles
diferenciados según parámetros de lo masculino y femenino que puedan llegar a vulnerar derechos de cualquier integrante de la familia.
Asimismo, tendrán en cuenta que las experiencias de las mujeres, los hombres, y las personas con orientación sexual o identidad de género
diversas son distintas, y que la violencia contra la mujer y contra las personas con orientación sexual o identidad de género diversas es una
forma de discriminación en razón del género. Las decisiones que se adopten en casos de violencia por razón de género en el contexto
familiar, deben propender por erradicar las limitaciones que históricamente han dejado a las mujeres y a las personas con orientación
sexual o identidad de género diversas en desventaja.

 

12. Corresponsabilidad: La familia, la sociedad y el Estado son responsables de manera conjunta de prevenir y de erradicar la violencia en el
contexto familiar, así como de restablecer, reparar, proteger y garantizar los derechos de sus integrantes.
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13. Coordinación: Todas las entidades que tengan dentro de sus funciones la atención a víctimas de violencia por razones de género en el
contexto familiar y víctimas de otras violencias en el contexto familiar, deberán ejercer acciones coordinadas y articuladas con el fin de
brindar una atención y protección integral. Las órdenes dirigidas por las Comisarias de Familia a otras instituciones para la protección y
restablecimiento de derechos de las víctimas, deben ser acatadas de forma diligente y oportuna.

 

ARTÍCULO 5 COMPETENCIA. Los comisarios y comisarías de familia serán competentes para conocer la violencia en el contexto familiar que,
para los efectos de esta ley, comprende toda acción u omisión que pueda causar o resulte en daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico,
patrimonial o económico, amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra forma de agresión que se

 

comete por uno o más miembros del núcleo familiar, contra uno o más integrantes del mismo, aunque no convivan bajo el mismo techo.

 

También serán competentes cuando las anteriores conductas se cometan entre las siguientes personas:

 

a. Las y los cónyuges o compañeros permanentes, aunque se hubieren separado o divorciado.

 

b. El padre y la madre de familia, aun cuando no convivan en el mismo hogar, si el maltrato se dirige contra el otro progenitor o progenitora.

 

c. Las Personas encargadas del cuidado de uno o varios miembros de una familia en su domicilio o residencia o cualquier lugar en el que se
realice la conducta, que no sean parte del núcleo familiar, y de los integrantes de la familia.

 

d. Personas que residan en el mismo hogar o integren la unidad doméstica sin relación de parentesco.

 

e. Personas con las que se sostiene o se haya sostenido una relación de pareja, cohabitacional o no, de carácter permanente que se
caracterice por una clara e inequívoca vocación de estabilidad.

 

PARÁGRAFO 1. Cuando en un mismo municipio concurran Defensorías de Familia y Comisarías de Familia, la competencia se determinará
así:

 

1. El comisario o la comisaria de familia se encargará de prevenir, garantizar y restablecer los derechos de los niños, niñas y adolescentes
cuando se presenten vulneraciones o amenazas de derechos dentro del contexto de la violencia familiar, excepto cuando se trate de
cualquier forma de violencia sexual.

 

2. El defensor o la defensora de familia se encargará de prevenir, garantizar y restablecer los derechos de los niños, niñas y adolescentes en
las circunstancias de vulneración o amenaza de derechos diferentes de los suscitados en el contexto de la violencia familiar.

 

3. El defensor o la defensora de familia será competente respecto de cualquier forma de violencia sexual, sin distinción de quien cometa la
vulneración. En caso de existir dentro del mismo núcleo familiar otros niños, niñas y adolescentes víctimas de violencias distintas a la
sexual, el defensor o la defensora de familia asumirá competencia frente a todos ellos.

 

4. En aquellos casos en los cuales además de la violencia sexual en el contexto familiar contra el niño, niña o adolescente, se hayan
presentado hechos de violencia contra uno o varios de los integrantes adultos de su núcleo familiar, la competencia será asumida por el
comisario o la comisaria de familia.

(Su entrada en vigencia será el 4 de agosto de 2023 de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47 de esta ley)

 

PARÁGRAFO 2. En virtud de los principios de corresponsabilidad y del interés superior de los niños, niñas y adolescentes, cuando el defensor
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o defensora de familia o el comisario o comisaria de familia conozca de casos diferentes a los de su competencia, verificará la garantía de
derechos, y de ser necesario dará inicio el proceso de restablecimiento de derechos, ordenará las medidas de protección y de
restablecimiento de derechos y remitirá a la autoridad competente a más tardar al tercer día hábil siguiente, que se contarán a partir del
conocimiento del caso. 

 

PARÁGRAFO 3. La competencia subsidiaria prevista en el Artículo 98 de la Ley 1098 de 2006 o la norma que la modifique o adicione, será
asumida por los comisarios y comisadas de familia solo en aquellos municipios donde el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar no
hubiere designado un defensor o defensora de familia.

 

PARÁGRAFO 4. Toda actuación administrativa que pueda obstaculizar, retardar o denegar la prestación del servicio a cargo de las
Defensorías de Familia y de las Comisarías de Familia, incluidas las remisiones injustificadas entre autoridades, será sancionada como lo
prevé el Código General Disciplinario.

 

CAPÍTULO II

 

ESTRUCTURA INSTITUCIONAL DE LAS COMISARÍAS DE FAMILIA

 

ARTÍCULO 6. Creación y reglamentación. Los Concejos Municipales y Distritales, en el marco de sus competencias, tendrán a su cargo la
creación de al menos una Comisaría de Familia, dentro de su estructura administrativa.

 

Cada Comisaría de Familia deberá contar con al menos un comisario o comisaria y su equipo interdisciplinario.

 

Por cada 100.000 habitantes, en cada municipio o distrito deberá existir una Comisaría de Familia adicional, con su respectivo comisario o
comisaria y equipo interdisciplinario.

 

Se podrán crear Comisarías de Familia de carácter intermunicipal, siempre y cuando se generen esquemas asociativos de integración
regional por necesidad del servicio, con base en estudios y factores objetivos que demuestren la falta de capacidad institucional y
presupuestal de los entes territoriales, previo concepto del Ministerio de Justicia y del Derecho.

(Su entrada en vigencia será el 4 de agosto de 2023 de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47 de esta ley)

 

PARÁGRAFO 1. Cada municipio y distrito en el marco de su autonomía, aumentará el número de Comisarías de Familia a que se refiere el
presente Artículo, atendiendo a entre otros factores, a los relacionados con las necesidades del servicio, tales como dispersión de la
población, los altos índices de la problemática objeto de su competencia, y la insuficiencia de la oferta existente, que corresponderá
determinar a cada entidad territorial dentro de su autonomía.

 

Las Comisarías de Familia, nuevas o existentes, podrán tener un carácter móvil con la dotación de infraestructura que permita su
desplazamiento.

 

PARÁGRAFO 2. Los municipios y distritos reportarán mensualmente ante al Ministerio de Justicia y del Derecho la información de las
Comisarías de Familia que se encuentren funcionando en su territorio y las que se creen o implementen en cumplimiento de lo establecido
en la presente ley, indicando el personal que las integra, modalidad de funcionamiento, los horarios y canales de atención.

 

En el caso de las Comisarías de Familia que ya se encuentren funcionando, los municipios y distritos deberán efectuar la inscripción ante el
Ministerio de Justicia y del Derecho y reportar la información de que trata el inciso anterior, en un término no mayor de cinco meses
contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley.

 

PARÁGRAFO 3. Los municipios y distritos deberán garantizar progresivamente el servicio de las Comisarías de Familia en los sectores rurales
y de difícil acceso de su territorio con presencia de Comisarías móviles para su oportuna atención.
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PARÁGRAFO 4. El Ministerio de Justicia y del Derecho establecerá los lineamientos para el diseño o rediseño institucional de las Comisarías
de Familia, que garanticen la mejora en el proceso de articulación y coordinación efectiva, que permitan la atención integral y oportuna de
las víctimas de violencia familiar, y establecer las medidas de protección para superar la violencia.

 

ARTÍCULO  7. Modifíquese el Artículo 80 de la Ley 1098 de 2006, el cual quedará así:

 

ARTÍCULO 80. Calidades para ser comisario y/ o comisaria de familia y defensor y/ o defensora de familia. Para ocupar el empleo de
Comisario de Familia y Defensor de Familia se deberán acreditar las siguientes calidades:

 

1. Título profesional de abogado en ejercicio y con tarjeta profesional vigente;

 

2. Título de posgrado en derecho de familia, derecho civil, derecho administrativo, derecho constitucional, derecho procesal, derecho penal,
derechos humanos, o en ciencias sociales, siempre y cuando en este último caso el estudio de la familia sea un componente curricular del
programa o títulos afines con los citados, siempre que guarden relación directa, clara e inequívoca con las funciones asignadas al comisario
de familia o al defensor de familia.

 

3. Dos (2) años de experiencia relacionada con las funciones del cargo. En los Municipios de quinta y sexta categoría, se podrá acreditar un
(1) año de experiencia profesional relacionada con las funciones del cargo.

 

4. Contar con las competencias que señale el Departamento Administrativo de la Función Pública para el ejercicio del cargo, las cuales
deberán evaluarse a través de pruebas específicas.

 

5. No tener antecedentes penales, disciplinarios ni fiscales, ni encontrarse inhabilitado por normas especiales, especialmente en el registro
de ofensores sexuales.

ARTÍCULO 8. Composición del equipo interdisciplinario. Toda Comisaría de Familia, deberá contar con un equipo interdisciplinario que
garantice una atención integral y especializada a las personas usuarias de sus servicios. El equipo interdisciplinario estará conformado como
mínimo por un(a) abogado(a) quien asumirá la función de secretario de despacho, un(a) profesional en psicología, un(a) profesional en
trabajo social o desarrollo familiar, y un(a) auxiliar administrativo.

 

Podrán crearse equipos de apoyo de practicantes de pregrado de carrera técnica, tecnológicas y profesionales afines a las funciones de las
Comisarías de Familia. Las prácticas podrán ser remuneradas.

(Su entrada en vigencia será el 4 de agosto de 2023 de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47 de esta ley)

 

ARTÍCULO 9. Calidades de los y las profesionales del equipo interdisciplinario. Los y las profesionales en psicología y en trabajo social o
desarrollo familiar que se vinculen a las Comisarías de Familia como parte del equipo interdisciplinario, independientemente de la
remuneración que se le asigne al empleo en cada entidad territorial, deben cumplir los siguientes requisitos:

 

1. Tarjeta profesional vigente, en los casos que sea posible acreditarla por la naturaleza de la profesión.

 

2. Acreditar experiencia relacionada con la atención de violencia en el contexto de la familia, violencias por razones de género, justicia de
familia o en temas de restablecimiento de derechos de niños, niñas y adolescentes.

(Su entrada en vigencia será el 4 de agosto de 2023 de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47 de esta ley)

 

PARÁGRAFO 1. Las entidades territoriales establecerán los perfiles del equipo interdisciplinario y demás requisitos requeridos en el Manual
Específico. de Funciones y Competencias Laborales correspondiente.

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=22106#80
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=22106#0
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=168066#47
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=168066#47
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PARÁGRAFO 2. Los profesionales y el personal vinculado a las comisarías de familia ubicadas en el departamento Archipiélago de San
Andrés, Providencia y Santa Catalina deberán cumplir adicionalmente con lo dispuesto en el Decreto 2672 de 1991 "por medio del cual se
adoptan medidas para controlar la densidad poblacional en el Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina".

 

ARTÍCULO 10. Mediación lingüística y comunicacional. Las Administraciones municipales o distritales deberán garantizar el servicio de
intérpretes y traductores para personas que lo requieran en las Comisarías de familia. Para el efecto se podrán acceder a las entidades que
cuenten con el servicio o celebrar, convenios interinstitucionales para acceder al servicio de intérprete y guía intérprete para las personas
sordas y sordo ciegas teniendo en cuenta la Ley 982 de 2005 o la norma que la modifique o adicione y traductores de lenguas de grupos
étnicos, cuando así lo requieran las necesidades del servicio, en virtud del principio de atención diferenciada e interseccional.

 

ARTÍCULO 11. Naturaleza de los empleos, selección y vinculación del personal de las comisarías de familia. Los empleos creados o que se
creen para integrar el equipo de trabajo interdisciplinario de las Comisarías de Familia, de nivel profesional, técnico o asistencial se
clasifican como empleos de carrera administrativa, para su creación y provisión se seguirá el procedimiento señalado en la Constitución Y
en la ley.

 

El empleo de comisario y comisaria de familia será del nivel directivo. Tendrá un período institucional de cuatro (4) años, el cual comenzará
a contarse desde el 1 de enero del segundo año del periodo de gobierno municipal o distrital. Dentro de dicho período, sólo podrán ser
retirados del cargo por las causales establecidas en el Artículo 41 de la Ley 909 de 2004 o las normas que la modifiquen o adicionen.

 

Para la designación del comisario o comisaria de familia que realicen los municipios y distritos, se aplicará lo dispuesto en el Artículo 47 y
s.s. de la Ley 909 de 2004 o la norma que la modifique o adicione para los cargos de gerencia pública de la administración, se tendrán en
cuenta los criterios de mérito, capacidad y experiencia para el desempeño del empleo, y se podrá utilizar la aplicación de una o varias
pruebas dirigidas a evaluar los conocimientos o aptitudes requeridos para el desempeño del mismo, la práctica de una entrevista y una
valoración de antecedentes de estudio y experiencia. Corresponde a los municipios y distritos definir la ponderación de cada uno de estos
criterios.

 

La evaluación de los candidatos y/o candidatas podrá ser realizada por un órgano técnico de la entidad territorial conformado por directivos
y consultores externos, o ser encomendada a una universidad pública o privada, o a una empresa consultora externa especializada en
selección de directivos.

 

El Departamento Administrativo de la Función Pública apoyará técnicamente a las diferentes entidades públicas en el desarrollo de estos
procesos.

(Su entrada en vigencia será el 4 de agosto de 2023 de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47 de esta ley)

 

PARÁGRAFO 1. El Concejo Municipal o Distrital, en ejercicio de sus competencias constitucionales para fijar las escalas de remuneración,
adecuará la escala salarial para el empleo de comisario y comisaria de familia, pasándolo del nivel profesional a directivo. El salario mensual
del comisario y comisaria de familia no podrá ser inferior al ochenta por ciento (80%) ni ser superior al cien por ciento (100%) del salario
mensual del alcalde.

 

PARÁGRAFO 2. Al culminar su periodo, quien haya ejercido como comisario de familia podrá volver a ser nombrado, en el mismo cargo, de
acuerdo a los criterios señalados en el presente Artículo.

 

PARÁGRAFO 3. Los comisarios y comisarías de familia que acrediten derechos de carrera administrativa los conservarán mientras
permanezca en el cargo, de conformidad con el Artículo 6 de la Ley 909 de 2004 o la norma que la modifique o adicione.

 

Los procesos de concurso que, al momento de entrada en vigencia de la presente ley, se encuentren en etapa de convocatoria abierta o en
cualquiera de las etapas subsiguientes, continuarán hasta su culminación con las mismas reglas planteadas desde su inicio. En el evento
que el concurso culmine con la declaratoria de desierto o no se integre la terna, el nombramiento se efectuará de acuerdo con lo
establecido en el presente Artículo.

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=17283#0
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#41
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#0
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#47
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#0
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=168066#47
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#6
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=14861#0
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CAPÍTULO III

 

FUNCIONES DE LAS COMISARÍAS DE FAMILIA

 

ARTÍCULO  12. FUNCIONES DE LAS COMISARÍAS DE FAMILIA.

 

Corresponde a las Comisarías de Familia:

 

1. Garantizar, proteger, restablecer y reparar los derechos de quienes estén en riesgo o hayan sido víctimas de la violencia establecida en el
Artículo 5° de la presente ley.

 

2. Orientar a las personas en riesgo o víctimas de las violencias a que hace referencia esta ley, sobre sus derechos y obligaciones.

 

3. Brindar atención especializada conforme a los principios rectores de la presente ley y demás parámetros constitucionales y
convencionales en materia de derechos humanos y erradicación de las violencias en el contexto familiar, en especial las violencias por
razones de género y la violencia contra niños, niñas y adolescentes, y personas adultas mayores.

 

4. Recibir solicitudes de protección en casos de violencia en el contexto familiar.

 

5. Garantizar el archivo, custodia y administración de la información generada en virtud de sus funciones.

 

6. Activar la ruta de atención integral de las víctimas en el contexto familiar.

 

7. Divulgar los derechos y rutas de atención de las personas usuarias.

 

8. Las demás funciones asignadas expresamente por la ley, siempre y cuando tengan estrecha relación con su objeto misional y se les
garanticen las condiciones técnicas y presupuestales para su cabal cumplimiento.

 

9. Establecer y difundir las políticas, rutas y actividades que promuevan la prevención de la violencia en el contexto familiar, en
coordinación con las administraciones distritales y municipales, el Instituto de Colombiano de Bienestar Familiar, el Ministerio de Justicia y
del Derecho, el Ministerio de Salud, la Policía Nacional y la Defensoría del Pueblo.

 

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la presente ley, el Gobierno Nacional, reglamentará
la coordinación articulada entre las diferentes entidades, encargadas de promover la prevención de la violencia en el contexto familiar.

 

ARTÍCULO  13. FUNCIONES DEL COMISARIO O COMISARIA DE FAMILIA. Le corresponde al comisario o comisaria de familia:

 

1. Desarrollar la política institucional dirigida a la atención y protección de la familia, los niños, niñas y adolescentes de acuerdo con los
lineamientos que el Ente Rector y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar dispongan en la materia.

 

2. Aplicar los lineamientos generales en materia de protección que deben ser tenidos en cuenta en todos los procesos relacionados con el
reconocimiento de derechos a los niños, niñas y adolescentes, de conformidad con la constitución, la ley y lo que disponga el Ente Rector y
el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar,
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3. Diseñar, actualizar y validar los lineamientos técnicos existentes cumpliendo con la misión de las Comisarías de Familia.

 

4. Dirigir la definición de los protocolos propios de cada uno de los servicios que hacen parte de la Comisaria de Familia y apoyar el proceso
de implementación de los mismos en su jurisdicción, de acuerdo con los lineamientos que el Ente Rector y el Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar dispongan en la materia.

 

5. Dirigir la operación de los programas, convenios y procesos que deba ejecutar directamente la Comisaría de Familia.

 

6. Preparar y presentar informes de seguimiento y gestión de los procesos a su cargo.

 

7. Adoptar las medidas de protección, atención y estabilización necesarias para garantizar, proteger, restablecer y reparar los derechos
vulnerados o amenazados en casos de violencia en el contexto familiar, verificando su cumplimiento y garantizando su efectividad, en
concordancia con la Ley 1257 de 2008.

 

8. Practicar rescates en eventos en los cuales el niño, niña o adolescente sea una posible víctima de violencia en el contexto familiar.
Previamente, deberá adoptar la decisión por escrito, valorar las pruebas que demuestran que se reúnen en cada caso los requisitos para
que proceda el allanamiento con la finalidad exclusiva de efectuar el rescate y proteger al niño, niña o adolescente.

 

9. Verificar la garantía de derechos y adoptar las medidas de restablecimiento de derechos en los casos previstos en el numeral 4° del
Artículo 5º de esta ley, de acuerdo con lo establecido en la Ley 1098 de 2006 o la norma que la modifique o adicione.

 

10. Definir provisionalmente sobre la custodia y cuidado personal, la cuota de alimentos y la reglamentación de visitas, la suspensión de la
vida en común de los cónyuges o compañeros permanentes y fijar las cauciones de comportamiento conyugal, en las situaciones de
violencia señaladas en el numeral 4° del Artículo 5 de esta ley.

 

11. Fijar cuota provisional de alimentos de las personas adultas mayores, conforme a lo dispuesto en el Artículo 34A de la Ley 1251 de 2008
o la norma que lo adicione, sustituya, modifique o complemente.

 

12. Establecer las sanciones correspondientes ante el incumplimiento de cualquiera de las medidas decretadas conforme a lo establecido en
el Artículo 7° de la Ley 294 de 1996 o la norma que lo adicione, sustituya, modifique o complemente.

 

13. Registrar en el sistema de información de Comisarías de Familia los datos requeridos y en la forma definida por el Ministerio de Justicia y
del Derecho.

 

14. Las demás asignadas expresamente por la ley.

 

PARÁGRAFO 1. En casos de vulneración de derecho de niños, niñas y adolescentes se preferirá el procedimiento establecido en la Ley 1098
de 2006 o la norma que la modifique o adicione, sin perjuicio de que adicionalmente se adopten las medidas de protección o las demás que
sean necesarias.

 

PARÁGRAFO 2. En los municipios donde no haya Defensor de Familia, las funciones de este serán cumplidas por el comisario o comisaria de
familia, de conformidad con el Artículo 98 de la Ley 1098 de 2006 o la norma que la modifique o adicione.

 

ARTÍCULO 14. Modificación de las competencias de las comisarías de familia. Los alcaldes y alcaldesas municipales y distritales no podrán
asignar funciones o responsabilidades que no sean afines a las establecidas en la presente ley, a cargo de las Comisarías de Familia.

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=34054#0
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=22106#0
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=33964#34A
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=33964#0
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5387#7
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5387#0
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=22106#98
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=22106#0
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ARTÍCULO 15. Funciones del equipo interdisciplinario. Además de las funciones necesarias para cumplir el objeto misional de las Comisarías
de Familia, los y las profesionales en psicología y trabajo social, de acuerdo con las funciones asignadas en el Manual de Funciones y
Competencias Laborales, deben garantizar la protección de los derechos de las víctimas de violencia en el contexto familiar, en este sentido
deberán:

 

1. Realizar la valoración inicial psicológica y emocional de la víctima, de sus hijas e hijos, de las personas dependientes o en situación de
vulnerabilidad dentro de la familia, si los hay. En los casos de violencia señalados en el Artículo 5° de la presente ley se procederá a realizar
la verificación de derechos de conformidad con lo estipulado en la Ley 1098 de 2006 o la norma que la modifique o adicione.

 

2. Establecer el nivel de riesgo de vulneración de los derechos de las personas afectadas por la amenaza o concreción de la violencia en el
contexto familiar.

 

3. Elaborar los correspondientes informes periciales de acuerdo con los estándares fijados por el Instituto Nacional de Medicina Legal y
Ciencias Forenses. Los informes periciales serán gratuitos.

 

4. Elaborar los conceptos de grado de vulneración.

 

5. Hacer todas las recomendaciones técnicas al comisario o comisaria de familia para que adopte las medidas de restablecimiento,
protección, estabilización y atención que mejor correspondan a la garantía de derechos de las personas en riesgo o víctimas de la violencia
en el contexto familiar.

 

6. Apoyar el seguimiento de las medidas de protección y atención.

 

7. Aplicar la valoración de riesgo de feminicidio.

 

8. Practicar pruebas que el Comisario o Comisaria considere útiles, conducentes y pertinentes.

PARÁGRAFO. En  el evento en que se requiera verificar el estado de salud física de la víctima, se solicitará de inmediato la valoración a la
autoridad de salud.

 

CAPÍTULO IV

 

DE LAS MEDIDAS QUE PEDEN ADOPTAR LOS COMISARIOS DE FAMILIA

 

ARTÍCULO 16. Tipos de medidas. Los comisarios y comisarías de familia pueden adoptar medidas de protección provisionales y definitivas,
de atención y de estabilización en los casos de violencia en el contexto familiar, conforme a las disposiciones contenidas en la Ley 294 de
1996, Ley 575 de 2000, y la Ley 1257 de 2008, así como las medidas de restablecimiento de derechos señaladas en la Ley 1098 de 2006 y
en las demás normas que las modifiquen, adicionen o reglamenten, en los casos previstos en el Artículo 5 de esta ley.

 

Estas medidas deben garantizar una respuesta oportuna e integral ante la amenaza o materialización de la violencia en el contexto familiar.

 

Las medidas de protección deben ser contextuales, teniendo en cuenta las diversas situaciones en las que se encuentra la víctima y las
características que puedan ponerla en escenarios particulares de vulnerabilidad.

 

Cuando la víctima de la violencia en el contexto familiar sea una mujer, los comisarios y comisarías de familia deberán seguir, además de lo
establecido en la presente ley, los parámetros de la Ley 1257 de 2008 y las normas que la reglamentan. Tratándose de personas adultas

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=22106#0
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5387#0
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5372#0
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=34054#0
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=22106#0
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=34054#0


Departamento Administrativo de la Función Pública

Ley 2126 de 2021 10 EVA - Gestor Normativo

mayores deberán tener en cuenta lo dispuesto en la Ley 1850 de 2017 o la norma que la modifique o adicione.

 

PARÁGRAFO 1. Cuando el defensor o defensora de familia conozca de un caso de violencia en el contexto familiar, conforme con lo
establecido en el Artículo 5° de la presente ley, en contra de un niño, niña y adolescente, podrá ordenar, bajo las reglas del proceso
administrativo de restablecimiento de derechos, las medidas de protección establecidas en la Ley 1257 de 2008.

 

PARÁGRAFO 2. Será competencia y responsabilidad del ente territorial disponer de los recursos físicos y financieros necesarios para
garantizar a los comisarios y comisarías de familia, la aplicación efectiva de las medidas de restablecimiento de derechos que se tomen a
favor de los niños, niñas y adolescentes, para tales efectos, el ente territorial podrá celebrar convenios o contratos con las distintas
entidades del sistema nacional de bienestar familiar, que cuente con licencia de funcionamiento para la atención a niños, niñas y
adolescentes en materia de restablecimiento de derechos.

 

PARÁGRAFO 3. Todas las solicitudes que efectúen los comisarios de familia al Juez de familia o promiscuo de familia o en su defecto al Juez
Civil Municipal o al Promiscuo para que se expida una orden de arresto por incumplimiento de las medidas de protección definitivas o
provisionales de los agresores, tendrán trámite preferente, salvo los procesos de tutela o hábeas corpus. Su inobservancia hará incurrir al
juez o funcionario responsable en causal de mala conducta sancionable de conformidad con la ley.

 

ARTÍCULO  17. Modifíquese el Artículo 5° de la Ley 294 de 1996, modificado por el Art. 2 de la Ley 575 de 2000, modificado por el art. 17,
Ley 1257 de 2008. el cual quedará así:

 

ARTÍCULO 5°. Medidas de protección en casos de violencia intrafamiliar. Si la autoridad competente determina que el solicitante o un
miembro del núcleo familiar ha sido víctima de violencia, emitirá mediante providencia motivada una medida definitiva de protección, en la
cual ordenará al agresor abstenerse de realizar la conducta objeto de la queja, o cualquier otra similar contra la persona ofendida u otro
miembro del núcleo familiar. El funcionario podrá imponer, además, según el caso, las siguientes medidas, sin perjuicio de las establecidas
en el Artículo 18 de la presente ley:

 

a). Ordenar al agresor el desalojo de la casa de habitación que comparte con la víctima, cuando su presencia constituye una amenaza para
la vida, la integridad física o la salud de cualquiera de los miembros de la familia.

 

El comisario de familia o la autoridad competente enviará copia de la medida provisional o definitiva decretada a la Policía Nacional, con el
objeto de evitar el acceso al lugar de habitación por parte del agresor, para lo cual la Policía Nacional ejecutará la orden de desalojo
directamente, sin que sea necesario la presencia de la autoridad que emitió la orden; Si el presunto agresor tuviese retenido un menor de
edad, bastará con la presencia de policía de infancia y adolescencia.

 

b). Ordenar al agresor abstenerse de penetrar en cualquier lugar donde se encuentre la víctima, cuando a juicio del funcionario dicha
limitación resulte necesaria para prevenir que aquel perturbe, intimide, amenace o de cualquier otra forma interfiera con la víctima o con
los menores, cuya custodia provisional le haya sido adjudicada;

 

c). Prohibir al agresor esconder o trasladar de la residencia a los niños, niñas y personas discapacitadas en situación de indefensión
miembros del núcleo familiar, sin perjuicio de las acciones penales a que hubiere lugar;

 

d). Obligación del agresor de acudir a un tratamiento reeducativo y terapéutico en una institución pública o privada que ofrezca tales
servicios, los costos deberán ser asumidos por el victimario.

 

Cuando el maltrato o el daño en el cuerpo o en la salud generen incapacidad médico-legal igual o superior a treinta (30) días, deformidad,
perturbación funcional o psíquica, o pérdida anatómica o funcional será obligatorio para la autoridad competente adoptar esta medida de
protección;

 

e). Si fuere necesario, se ordenará al agresor el pago de los gastos de orientación y asesoría jurídica, médica, psicológica y psíquica que

http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5387#5
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5387#0
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5372#2
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5372#0
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=34054#17
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=34054#0
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requiera la víctima, así como de los servicios, procedimientos, intervenciones y tratamientos médicos y psicológicos;

 

f). Cuando la violencia o maltrato revista gravedad y se tema su repetición, la autoridad competente ordenará una protección temporal
especial de la víctima por parte de las autoridades de policía, tanto en su domicilio como en su lugar de trabajo, si lo tuviere;

 

g). Ordenar a la autoridad de policía, previa solicitud de la víctima, el acompañamiento a esta para su reingreso al lugar de domicilio cuando
ella se haya visto en la obligación de salir para proteger su seguridad;

 

h). Decidir provisionalmente el régimen de visitas, la guarda y custodia de los hijos e hijas si los hubiere, sin perjuicio de la competencia en
materia civil de otras autoridades, quienes podrán ratificar esta medida o modificarla;

 

i). Suspender al agresor la tenencia, porte y uso de armas, en caso de que estas sean indispensables para el ejercicio de su profesión u
oficio, la suspensión deberá ser motivada;

 

 

j). Decidir provisionalmente quién tendrá a su cargo las pensiones alimentarias, sin perjuicio de la competencia en materia civil de otras
autoridades quienes podrán ratificar esta medida o modificarla;

 

k). Decidir provisionalmente el uso y disfrute de la vivienda familiar, sin perjuicio de la competencia en materia civil de otras autoridades
quienes podrán ratificar esta medida o modificarla;

 

l). Prohibir, al agresor la realización de cualquier acto de enajenación o gravamen de bienes de su propiedad sujetos a registro, si tuviere
sociedad conyugal o patrimonial vigente. Para este efecto, oficiará a las autoridades competentes. Esta medida será decretada por
Autoridad Judicial;

 

m). Ordenar al agresor la devolución inmediata de los objetos de uso personal, documentos de identidad y cualquier otro documento u
objeto de propiedad o custodia de la víctima;

 

n). Cualquiera otra medida necesaria para el cumplimiento de los objetivos de la presente ley.

 

PARÁGRAFO 1º. En los procesos de divorcio o de separación de cuerpos por causal de maltrato, el juez podrá decretar cualquiera de las
medidas de protección consagradas en este Artículo.

 

PARÁGRAFO 2°. Estas mismas medidas podrán ser dictadas en forma provisional e inmediata por la autoridad judicial que conozca de los
delitos que tengan origen en actos de violencia intrafamiliar.

 

PARÁGRAFO 3°. La autoridad competente deberá remitir todos los casos de violencia intrafamiliar a la Fiscalía General de la Nación para
efectos de la investigación del delito de violencia intrafamiliar y posibles delitos conexos".

 

ARTÍCULO  18. Dispositivos de distanciamiento y alerta de aproximación. Modifíquese el literal b) y adiciónese un parágrafo 4o al
Artículo 17 de la Ley 1257 de 2008, que modifica el Artículo 5º de la Ley 294 de 1996, modificada por el Artículo 2º de la Ley 575 de 2000,
el cual quedará así:

 

b) Ordenar al agresor abstenerse de aproximarse a la víctima, lo que lo obliga a alejarse de ella en cualquier lugar donde se encuentre.
Cuando los antecedentes o gravedad de las amenazas puedan poner en peligro la vida o integridad personal de la víctima o la de sus hijos,
se ordenará la utilización de un dispositivo de distanciamiento y alerta de aproximación. Este dispositivo será sufragado por el Fondo de
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Seguridad y Convivencia Ciudadana - FONSET de la entidad territorial del orden departamental donde se ejecute la medida.

 

PARÁGRAFO 4.  El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Justicia y del Derecho y el Ministerio del Interior reglamentarán la utilización
de los dispositivos de distanciamiento y alerta de aproximación de que trata el literal b), los cuales deben funcionar a través de sistemas de
seguimiento por medios telemáticos y expedirán los protocolos exigibles para su funcionamiento. La reglamentación deberá tener en cuenta
el acompañamiento de la Policía Nacional a la víctima en los casos de utilización de los dispositivos, para garantizar la efectividad de la
medida y los derechos de los ciudadanos.

 

ARTÍCULO  19. De la financiación de los dispositivos de distanciamiento y alerta de aproximación. Adiciónese un parágrafo nuevo al
Artículo 119 de la Ley 418 de 1997, del siguiente tenor:

 

PARÁGRAFO. En la distribución de recursos de los Fondos de Seguridad y Convivencia Ciudadana del orden departamental se dispondrá un
porcentaje para sufragar los dispositivos de distanciamiento y alerta de aproximación y la prestación del servicio del Sistema de
Seguimiento por medios telemáticos, de que trata el Artículo 16 numeral b) de la Ley 1257 de 2008. El Sistema de Seguimiento será
administrado por la gobernación respectiva.

 

Los entes departamentales podrán suscribir convenios interadministrativos con otros departamentos y con la Policía Nacional para la
administración de este sistema.

ARTÍCULO 20. Factor de competencia territorial. Toda persona que sea víctima de violencia en el contexto familiar, según los términos de la
presente ley, sin perjuicio de las denuncias penales a que hubiere lugar, podrá pedir ante cualquier Comisaría de Familia una medida de
protección inmediata que ponga fin a la violencia, maltrato o agresión, o que evite que esta se realice cuando fuere inminente.

 

Cuando en el municipio en donde se haga la petición hubiere más de una Comisaría de Familia competente para conocer de esta acción, la
primera Comisaría de Familia que tenga conocimiento del caso deberá adoptar las medidas de protección provisionales a que haya lugar.
Luego de esto, la petición se someterá en forma inmediata a reparto.

 

Cuando la petición se realice en una Comisaría de Familia ubicada en una jurisdicción distinta donde se encuentre el domicilio de la víctima,
la Comisaría de Familia que tenga conocimiento deberá adoptar las medidas de protección provisionales a que haya lugar, luego la
trasladará a la autoridad que por competencia deba seguir conociendo el asunto.

 

PARÁGRAFO 1. En los municipios donde no haya comisario o comisaria de familia, el competente será el Juez Civil Municipal o Promiscuo
Municipal. Cuando en el municipio hubiere más de un despacho judicial competente para conocer de esta acción, la petición se someterá en
forma inmediata a reparto.

 

PARÁGRAFO 2. Las medidas de protección del Artículo 17 de la Ley 1257 de 2008 o la norma que la modifique o adicione podrán ser
dictadas en forma provisional e inmediata por la autoridad judicial que conozca de los delitos que tengan origen en actos de violencia en el
contexto familiar.

 

Cuando los casos lleguen a la Fiscalía General de la Nación por delitos que tengan origen en actos de violencia en el contexto familiar, el
Fiscal o la víctima solicitarán al Juez de Control de Garantías la imposición de las medidas de protección señaladas en el Artículo 17 de la
Ley 1257 de 2008. No obstante, la

 

Fiscalía General de la Nación solicitará al comisario o comisaria de familia la adopción inmediata de medidas de protección a favor de la
víctima, cuando de manera justificada considere que es la vía más expedita.

 

PARÁGRAFO 3. Sin perjuicio de las competencias de la respectiva autoridad indígena ejercidas en desarrollo de la jurisdicción especial
reconocida por el Artículo 246 de la Constitución Política, cuando sea puesto en conocimiento de las Comisarías de Familia un caso de
violencia en el contexto familiar en las comunidades indígenas, el comisario o comisaria de familia asumirá competencia y podrá decretar
cualquiera de las medidas establecidas en la presente ley, con observancia del enfoque diferencial y teniendo en cuenta el diálogo
intercultural.
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 CAPÍTULO V

 

FUNCIONAMIENTO DE LAS COMISARÍAS DE FAMILIA

 

ARTÍCULO 21. Financiación. Los salarios de los comisarios de familia e integrantes del equipo interdisciplinario, al igual que los demás
gastos inherentes al funcionamiento de las Comisarías de Familia, se financiarán con cargo al presupuesto municipal o distrital.

ARTÍCULO 22. Estampilla para la justicia familiar. Autorizase a las Asambleas departamentales, a los Concejos distritales y municipales para
crear una estampilla, la cual se llamará "Estampilla para la Justicia Familiar", para contribuir a la financiación de las Comisarías de Familia.

 

El producto de dichos recursos se destinará a financiar los gastos de funcionamiento en personal de nómina y dotación de las Comisarías de
Familia, conforme el estándar de costos que para tal efecto establezca el Ministerio de Justicia y del Derecho como ente rector.

 

Los excedentes en el recaudo se destinarán a la política de digitalización y necesidades de infraestructura, sin perjuicio de los recursos
propios adicionales que se apropien por los entes territoriales.

(Su entrada en vigencia será el 4 de agosto de 2023 de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47 de esta ley)

 

PARÁGRAFO. El recaudo de la Estampilla Departamental se distribuirá en los distritos y municipios de su Jurisdicción en proporción directa al
número de Comisarías existente en cada ente territorial.

 

ARTÍCULO 23. Hecho generador. El hecho generador de la estampilla está constituido por los contratos y las adiciones a los mismos,
suscritos con las entidades que conforman el presupuesto anual del Departamento, Municipio y Distrito.

 

PARÁGRAFO. Quedarán excluidos los contratos de prestación de servicios cuyo pago de honorarios mensual sea inferior a diez (10) smlmv.

 

ARTÍCULO 24. Base gravable y tarifa. La base gravable es el valor bruto de los contratos, entendido como el valor a girar por cada orden de
pago o anticipo sin incluir el impuesto al valor agregado IVA la tarifa es del 2% del valor del pago anticipado si lo hubiere, y de cada cuenta
que se le pague al contratista.

 

ARTÍCULO  25. Fondos cuenta especial departamentales para financiar proyectos de inversión en infraestructura, mobiliario y dotación de
las comisarías de familia. Adiciónese un parágrafo al Artículo 230 de la Ley 223 de 1995, del siguiente tenor:

 

PARÁGRAFO 3. Las Asambleas Departamentales, podrán en su autonomía, destinar un porcentaje del recaudo entre el 0,5% y el 1% o en su
defecto incrementar entre el 0,05 y el 1% el valor de las tarifas de qué trata el presente Artículo, con el objeto de financiar la creación de
fondos cuenta especiales, sin personería jurídica y administrados por el Gobernador FONCOMDIGNIDAD, con el fin de ser invertidos en
proyectos de infraestructura, mobiliario y dotación de las Comisarias de Familia.

(Su entrada en vigencia será el 4 de agosto de 2023 de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47 de esta ley)

 

ARTÍCULO 26. Formación y actualización. La formación y actualización periódica de todo el personal que labora en las comisarías de familia
en aquellas materias relacionadas con violencias en el contexto familiar, violencias por razones de género, administración de justicia con
perspectiva de género, prevención de la violencia institucional, las competencias subsidiarias de conciliación extrajudicial en derecho de
familia, calidad de la atención con enfoque de género y étnico, y demás asuntos relacionados con su objetivo misional, estarán a cargo del
ente rector.

 

La formación y actualización en relación con la protección de niños, niñas y adolescentes, estarán a cargo del Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar.
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ARTÍCULO 27. Seguridad e integridad personal. Es obligación de la Policía Nacional proveer el acompañamiento y protección necesarios al
personal de las Comisarías de Familia cada vez que lo requieran, ya sea porque deban desempeñar labores fuera de las instalaciones, o
porque la situación atendida así lo amerita o para dar efectivo cumplimientos a las medidas de protección establecidas por los Comisarios
de familia.

 

Es obligación de las alcaldías municipales o distritales garantizar de manera permanente la seguridad de cada Comisaría de Familia.

(Su entrada en vigencia será el 4 de agosto de 2023 de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47 de esta ley)

 

ARTÍCULO 28. Sistema de gestión de seguridad y salud en el trabajo. Es obligación de las Alcaldías municipales y distritales adoptar e
implementar el Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo (SG-SST), que permita anticipar, reconocer, evaluar y controlar los
riesgos que puedan afectar la seguridad y la salud de los servidores públicos en los espacios laborales de las Comisarías de Familia.

 

Dentro del SG-SST se tendrá en cuenta planes para la preservación de salud mental de los servidores de las Comisarías de Familia.

 

En consonancia con lo anterior, las Alcaldías municipales y distritales deberán destinar los recursos suficientes para el diseño e
implementación del SG-SST.

 

El Departamento Administrativo de la Función Pública en coordinación con las entidades competentes desarrollarán e implementarán un
protocolo de acciones de promoción, prevención e intervención de los factores de riesgos psicosociales en las Comisarías de Familia a nivel
nacional, de conformidad con la normatividad vigente.

(Su entrada en vigencia será el 4 de agosto de 2023 de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47 de esta ley)

 

ARTÍCULO 29. Instalaciones e infraestructura y medios de transporte. Las Comisarías de Familia deben contar con instalaciones que
respondan a las necesidades propias del servicio y que garanticen al menos:

 

1. Espacios que protejan el derecho a la intimidad y al debido proceso de las víctimas de violencia en el contexto familiar.

 

2. Accesibilidad para las personas con discapacidad.

 

3. Condiciones dignas de trabajo para el personal de la comisaría de familia.

 

4. Dotación adecuada a las necesidades del servicio y la ubicación geográfica.

 

5. Servicios de internet permanente.

 

6. Unidades sanitarias habilitadas para el público.

 

7. Línea telefónicas exclusivas.

 

8. Dotación de medios tecnológicos por parte del ente territorial, garantizando las audiencias virtuales.

 

9. Transporte Permanente.
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PARÁGRAFO 1. Las Alcaldías distritales y municipales, destinarán y/o adecuarán los espacios requeridos para el funcionamiento de las
Comisarías de Familia y el mobiliario correspondiente, para lo cual, atendiendo los principios de concurrencia, complementariedad y
subsidiariedad, podrán celebrar convenios interadministrativos con las Gobernaciones.

 

PARÁGRAFO 2. La dotación de equipos, y de los demás elementos requeridos para el funcionamiento de las Comisarías de Familia, se
incorporará a los rubros de financiación señalados en los Artículos 21, 22 y 25 de la presente ley.

(Su entrada en vigencia será el 4 de agosto de 2023 de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47 de esta ley)

 

PARÁGRAFO 3. El Ministerio de Justicia y del Derecho reglamentará, dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la
presente ley, lo referente a las comisarías móviles establecidas en el parágrafo 1 del Artículo 6 de la presente ley.

 

ARTÍCULO 30. Disponibilidad permanente. Las Alcaldías municipales y distritales según los lineamientos del ente rector, deben establecer
mecanismos que garanticen la disponibilidad por medio virtual o presencial de siete (7) días a la semana y veinticuatro (24) horas al día de
las Comisarías de Familia, así como la atención a las y los usuarios y el cumplimiento efectivo de las funciones administrativas y
jurisdiccionales a cargo de las comisarías de familia, frente a la protección en casos de violencias en el contexto familiar y la adopción de
medidas de urgencia para la protección integral de niñas, niños y adolescentes, a fin de asegurar a las personas en riesgo o víctimas de
violencia en el contexto familiar la protección y restablecimiento de sus derechos.

 

Para el efecto las Alcaldías municipales deberán:

 

a. Priorizar en el marco de las funciones de policía judicial, los actos urgentes, especialmente cuando esté en peligro la vida e integridad
física de la víctima, las capturas en flagrancia y las inspeccione a los cadáveres.

 

b. Ofrecer medios de transporte adecuado para el traslado de los funcionarios con el fin de practicar pruebas, realizar verificación de
derechos, efectuar rescates, como también para el traslado de niñas, niños, adolescentes, mujeres, y cualquier persona víctima de violencia
intrafamiliar a lugares de protección y aislamiento.

 

c. Suministrar inmediatamente los medios telefónicos y virtuales de uso exclusivo para que las comisarías de familia brinden orientación
psicosocial y asesoría jurídica permanente a las y los usuarios, realizar entrevistas y seguimientos.

 

d. Disponer los mecanismos para que las comisarías de familia realicen notificaciones y citaciones por medios virtuales o telefónicos.

 

e. Adecuar espacios para que las mujeres, niños, niñas, adolescentes, y adultos mayores puedan ser acogidos para su protección en el
evento que exista riesgo de agresión o violencia en el hogar, los cuales deberán contar con asesoría y asistencia legal, acompañamiento
psicosocial y psicopedagógico.

 

f. Generar estrategias encaminadas a informar a la ciudadanía sobre los servicios de las comisarías de familia, y los medios telefónicos y
virtuales de atención dispuestos para el efecto, utilizando los mecanismos de difusión y comunicación más efectivos que estén al alcance
del Distrito o municipio, entre ellos las emisoras comunitarias. Las emisoras comunitarias tendrán la obligación de difundir de forma gratuita
los servicios de las comisarías de familia y los medios telefónicos y virtuales de atención dispuestos para el efecto.

 

g. Desarrollar campañas de prevención en materia de violencia intrafamiliar y delitos sexuales utilizando todas las herramientas y
mecanismos de difusión, virtuales y/o audiovisuales posibles. Las emisoras comunitarias tendrán la obligación de difundir de forma gratuita
las campañas de prevención en materia de violencia intrafamiliar y delitos sexuales.

 

h. Generar mecanismos de articulación con la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer o la entidad que subrogue o modifique sus
funciones, organizaciones de mujeres, organismos internacionales y de cooperación en los territorios, que puedan brindar apoyo en
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atención psicosocial y acogida, en caso de requerirse.

 

Toda Comisaría de Familia debe garantizar la posibilidad de adoptar las medidas de protección provisionales y de atención a las que hace
referencia el Artículo 16 de la presente ley, en cualquier momento.

 

PARÁGRAFO 1. La Alcaldía municipal o distrital tomará las medidas administrativas requeridas para garantizar el cumplimiento de lo
señalado en este Artículo, la disponibilidad de la Policía para apoyo al equipo interdisciplinario, y el respeto de los derechos la laborales de
los funcionarios de las Comisarias de Familia, de acuerdo con la normativa vigente.

 

PARÁGRAFO 2. La implementación de la atención virtual deberá considerar la situación de conectividad del territorio. En todo caso se
deberán crear estrategias de apropiación digital en la población para que puedan acceder a los servicios, para ello se contará con el apoyo
del Ministerio de las Tecnologías de Información y Comunicaciones. La respuesta a las solicitudes recibidas de manera virtual no puede
superar los tiempos estipulados por la Ley, y en casos donde esté en riesgo la vida de la persona, se debe fortalecer la red de atención.

 

PARÁGRAFO 3. El Ministerio de Justicia y del Derecho en coordinación con el Ministerio de las Tecnologías de Información y Comunicaciones
establecerá un programa especial de priorización para la implementación del uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones
en las actuaciones de las comisarías de familia, para garantizar el acceso a la justicia de manera virtual a la población ubicada en las zonas
rurales.

 

PARÁGRAFO 4. Las Comisarías de Familia en cooperación con la Policía Nacional, deberán facilitar el traslado acompañado de la víctima en
caso de que se requiera una valoración inmediata por medicina legal, con el fin de que se pueda adelantar satisfactoriamente cualquier
proceso.

 

CAPÍTULO VI

 

GOBERNANZA Y TRANSPARENCIA

 

ARTÍCULO 31. Ente rector. El Ministerio de Justicia y del Derecho, o quien haga sus veces en la Rama Ejecutiva, será el ente rector de las
Comisarías de Familia y el responsable de construir los lineamientos técnicos para el desarrollo de sus actividades.

 

PARÁGRAFO 1. Las Comisarías de Familia seguirán haciendo parte del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, creado por la Ley 7ª de 1979,
bajo la dirección del ente rector propio definido en la presente ley. El Instituto colombiano de Bienestar Familiar como ente rector del
Sistema Nacional de Bienestar Familiar, definirá los lineamientos técnicos que las Comisarías de Familia deben cumplir para garantizar los
derechos de los niños, las niñas y adolescentes, y asegurar su restablecimiento.

 

PARÁGRAFO 2. El Ministerio de Justicia y del Derecho dará especial acompañamiento a las autoridades de los municipios descritos en el
Decreto Ley 893 de 2017 o la norma que la modifique o adicione, dándoles prioridad en los procesos de fortalecimiento de las Comisarías de
Familia.

 

ARTÍCULO 32. Funciones y obligaciones del ente rector.

 

1. Llevar el registro de las Comisarías de Familia conforme a lo establecido en el parágrafo 2 del Artículo 6º de la presente ley.

 

2. Establecer protocolos estandarizados para la atención de las víctimas de violencia en el contexto familiar.

 

3. Definir los protocolos, guías y rutas de atención conforme a lo establecido en los principios rectores de la presente ley, los cuales serán
de obligatorio cumplimiento por parte de las Comisarías de Familia.
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4. Crear y administrar el Sistema de Información establecido en el Artículo 33 de la presente ley, teniendo en cuenta las 11ecesidades del
servicio de las Comisarías de Familia.

 

5. Garantizar una formación periódica y adecuada del personal de las Comisarías de Familia conforme a las necesidades del servicio y a los
términos de la presente ley, en especial, lo definido en el Artículo 26 de la presente ley.

 

6. Diseñar programas de prevención de violencias en el contexto familiar para que sean implementados por los municipios y distritos.

 

7. El ente rector tendrá las facultades de inspección, vigilancia y control de las Comisarías de Familia.

 

8. Presentar un informe anual ante el Congreso de la República sobre los avances de su gestión el cual deberá contener, como mínimo, la
siguiente información: estado del sistema información, tiempos de atención y respuesta, número y cobertura de las Comisarías de familia,
formación y actualización del talento humano, acceso a los servicios, funcionamiento de las comisarías, garantías de disponibilidad y
análisis de reincidencia.

 

9. Realizar estudios de investigación que permitan identificar causas, construcciones socioculturales y nuevas dinámicas de la violencia de
género en el ámbito familiar.

 

10. Establecer un plan de financiamiento progresivo para la creación de nuevas comisarías de familia en los municipios de categoría 5 y 6,
así como en áreas no municipalizadas. Este plan deberá presentarse dentro de los 2 años siguientes a la vigencia de la presente ley y se
renovará cada 5 años.

 

11. Establecer un instrumento de valoración de riesgo de feminicidio con un enfoque diferencial, en cuya formulación participen las
Comisarías de Familia en el marco de sus funciones, y la sociedad civil, dentro del término de seis (6) meses contados a partir de la entrada
en vigencia de la presente Ley.

 

12. Definir indicadores de resultado o impacto que permitan analizar los efectos de los programas y acciones adelantadas para la
prevención de la violencia basada en género en el contexto familiar.

 

13. Coordinar acciones interinstitucionales para identificar alertas y adoptar medidas efectivas de protección y atención de las víctimas, en
cumplimiento del principio de la debida diligencia.

 

ARTÍCULO 33. Sistema de información. El Ministerio de Justicia y del Derecho creará y mantendrá en funcionamiento un Sistema de
Información para las Comisarías de Familia, que registre las medidas de protección y sanciones impuestas, así como los datos establecidos
en los lineamientos técnicos definidos por este.

 

PARÁGRAFO 1. En lo que tiene que ver con la competencia subsidiaria otorgada por el Artículo 98 de la Ley 1098 de 2006, la Comisaría de
Familia, reportará y mantendrá actualizada la información, en el sistema que para el efecto tenga dispuesto el Instituto Colombiano de
Bienestar Familiar.

 

PARÁGRAFO 2. La herramienta que desarrolle el Sistema de Información deberá garantizar la interoperabilidad con el Sistema Integrado de
Información sobre Violencia de Género SIVIGE y con otros sistemas relacionados con las funciones de las Comisarías de Familia.

 CAPÍTULO VII
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INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y CONTROL DE LAS COMISARÍAS DE FAMILIA

 (Su entrada en vigencia será el 4 de agosto de 2023 de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 47 de esta ley)

 

ARTÍCULO 34. Competencia. El Presidente de la República ejercerá por conducto del Ministerio de Justicia y del Derecho, la inspección,
vigilancia y control de las Comisarías de Familia.

 

ARTÍCULO 35. Inspección. El Ministerio de Justicia y del Derecho tendrá la atribución para solicitar, verificar y analizar en los términos que
determine, la información que requiera para procurar, exigir y constatar el cumplimiento de las obligaciones legales y reglamentarias a
cargo de las Comisarías de Familia.

 

ARTÍCULO 36. Vigilancia. La vigilancia consiste en la atribución permanente del Ministerio de Justicia y del Derecho para advertir, prevenir,
orientar y propender porque las Comisarías de Familia cumplan con su objeto misional, de acuerdo con lo señalado en la ley.

 

ARTÍCULO 37. Control. El Ministerio de Justicia y del Derecho tendrá la atribución de ordenar los correctivos necesarios para subsanar las
situaciones que pudieren constituir alguna o varias de las faltas establecidas en el Artículo 40 de la presente ley.

 

El Ministerio de Justicia y del Derecho podrá promover la presentación de planes de mejora de la situación que dio origen al control, y vigilar
el cumplimiento de la ejecución de los mismos.

 

Cuando en concepto del Ministerio de Justicia y del Derecho no se hubieren adoptado los correctivos a la situación identificada o la
Comisaría de Familia haya incurrido en una falta grave, se iniciará un proceso administrativo sancionatorio conforme a lo establecido en el
Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso Administrativo.

 

ARTÍCULO 38. Sanciones. El Ministerio de Justicia y del Derecho, una vez comprobada la infracción y previas las garantías del debido
proceso, podrá imponer a la Alcaldía municipal o distrital, o a la Comisaría de Familia según corresponda, cualquiera de las siguientes
sanciones:

 

1. Amonestación escrita.

 

2. Multa no inferior a diez (10) ni mayor a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales vigentes, a favor del Tesoro Público.

 

ARTÍCULO 39. Criterios para determinar la gravedad o levedad de la falta. Se determinará si la falta es grave o leve de conformidad con los
siguientes criterios:

 

1. El grado de perturbación del servicio.

 

2. La trascendencia social de la falta o el perjuicio causado.

 

3. Las modalidades y circunstancias en que se cometió la falta.

 

4. Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas, sean particulares o servidores públicos.

 

5. La ocurrencia de hechos de violencia institucional.
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ARTÍCULO 40. Faltas. El Ministerio de Justicia y del Derecho podrá sancionar a la Alcaldía Municipal o Distrital, o a la Comisaría de Familia
según corresponda, en los siguientes eventos:

 

1. Cuando no se creen comisarías de familia conforme a los parámetros del Artículo 6° de la presente ley.

 

2. Cuando no se realice la inscripción de la comisaría de familia según lo establecido en el Artículo 6° de la presente ley.

 

3 Cuando no se reporta mensualmente al ente rector la información de las comisarías de familia que se encuentren funcionando y las que
se creen, indicando el personal que las integra, la modalidad de funcionamiento, los horarios y canales de atención.

 

4. Cuando las Comisarías de Familia no cuenten con el equipo interdisciplinario mínimo establecido en el Artículo 8° de la presente ley.

 

5. Cuando la Comisaría de Familia no cuente con las instalaciones e infraestructura mínima establecida en el Artículo 29° de la presente ley.

 

6. Cuando la Comisaría de Familia no cuente con la disponibilidad permanente a la que se refiere el Artículo 30° de la presente ley.

 

7. Cuando no se cumpla con los requisitos establecidos para el cargo de Comisario de Familia y de los integrantes del equipo
interdisciplinario.

 

8. Cuando el proceso de selección del personal de la Comisaría de Familia, no se adelanta conforme a lo estipulado en esta ley.

 

9. Cuando no se adopta e implementa el Sistema de Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo.

 

10. Cuando no se garantiza la accesibilidad física, de la información y las comunicaciones.

 

11. Cuando la Comisaría de Familia no aplique los protocolos, guías y rutas de atención establecidos por el ente rector.

 

12. Cuando no se registre o no se actualice la información en el Sistema de Información de Comisarías de Familia.

 

13. Cuando no se realice orientación a las víctimas de las violencias de que trata esta ley, sobre sus derechos y obligaciones.

 

14. Cuando no se reciban denuncias en casos de violencia en el contexto familiar.

 

15. Cuando no se active la ruta de atención integral de las víctimas de violencia en el contexto familiar.

 

16. Cuando no se divulguen los derechos y rutas de atención de las personas usuarias.

 

PARÁGRAFO. No será susceptible de aplicar la multa pecuniaria prevista en el Artículo 38, al numeral 5 del presente Artículo, cuando se
trate de municipios de sexta (6) categoría, previa certificación formal por parte de la administración que no existe disponibilidad
presupuestal para realizar las adecuaciones de infraestructura tal como lo prevé la presente.

 

ARTICULO 41. Publicación de sanciones. Las sanciones impuestas por el Ministerio de Justicia y del Derecho a una Comisaría de Familia,
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serán publicadas en el Sistema de Información.

 

CAPÍTULO VIII

 

DISPOSICIONES VARIAS

 

ARTÍCULO 42. Asesoría del departamento administrativo de la función pública a los entes territoriales. Corresponderá al Departamento
Administrativo de la Función Pública en coordinación con las entidades competentes en la materia, asistir técnicamente y capacitar a las
entidades territoriales en: la organización e implementación de las Comisarías de Familia, en la creación de estas dependencias o entidades,
la modificación de la planta de personal, el ajuste a los manuales de funciones y competencias laborales, conforme a la normativa vigente.

 

ARTÍCULO 43. Todas las erogaciones que se causen con ocasión de la implementación y ejecución de la presente ley deberán consultar la
situación fiscal de la Nación y ajustarse al Marco de Gasto de Mediano Plazo de cada sector involucrado, en concordancia con el Marco Fiscal
de Mediano Plazo y las normas orgánicas de presupuesto.

 

ARTÍCULO 44. El Gobierno nacional en cabeza del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en coordinación con las entidades
competentes, en un plazo no mayor a dieciocho (18) meses, a partir de la vigencia de la presente ley, tomará las medidas administrativas y
presupuestales necesarias de acuerdo con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, para fortalecer la capacidad institucional de las Defensorías de
Familia y mejorar las condiciones laborales de los defensores de familia a nivel nacional, con el fin de garantizar el cumplimiento eficiente,
eficaz y efectivo de sus funciones las cuales están orientadas a prevenir, proteger, garantizar y restablecer los derechos de los niños, niñas
y adolescentes.

 

ARTÍCULO 45. La presente ley aplicará para las comisarías de familia de carácter departamental que funcionen en el Departamento de San
Andrés, Providencia y Santa Catalina.

 

ARTÍCULO  46. Adiciónese un parágrafo 3 al Artículo 53 de la Ley 1098 de 2006, el cual quedará así:

 

PARÁGRAFO 3°. Cuando el niño, niña o adolescente se encuentre con una medida de restablecimiento de derechos de ubicación en una
modalidad de apoyo y fortalecimiento en medio diferente a la familia, los equipos de las Comisarías y Defensorías de Familia deberán
realizar visitas presenciales mínimo una vez al mes. El acompañamiento deberá iniciar desde que la autoridad administrativa adopta esta
medida de restablecimiento de derechos, en el auto de apertura, antes del fallo o en las etapas de seguimiento y entre tanto se encuentre
en esta ubicación.

 

ARTÍCULO  47. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación, salvo el parágrafo 1 del Artículo 5, los Artículos 6, 8, 9, 11, 22, 25,
el inciso 1 del Artículo 27, el Artículo 28, el Artículo 29 a excepción de su parágrafo 3o y el capítulo VII, que entrarán a regir a partir de los
dos (2) años de su entrada en vigencia.

 

PARÁGRAFO 1°. Los casos que estén bajo el conocimiento de las Defensorías de Familia y de las Comisarías de Familia, y que difieran de la
competencia establecida en el Parágrafo Primero del Artículo 5º de la presente ley, continuarán siendo tramitados hasta su finalización,
ante la autoridad que los esté conociendo.

 

PARÁGRAFO 2°. La Fiscalía General de la Nación tendrá un plazo de máximo dos (2) años para organizar de manera coordinada, el traslado
de las funciones transitorias de policía judicial asignadas a las Comisarías de Familia, a las Inspecciones de Policía. Vencido este plazo,
dichas funciones no podrán volver a ser otorgadas a las Comisarías de Familia.

 

ARTÍCULO  48. Derogatorias. Deróguese las siguientes disposiciones:

 

a. A partir de la promulgación de esta ley quedan derogados los Artículos 83, 85 y 86 de la Ley 1098 de 2006; la expresión "el comisario de
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familia" del Artículo 109 de la Ley 1098 de 2006; la expresión "el comisario de familia y en defecto de este por" del Artículo 113 de la Ley
1098 de 2006; la expresión "el Comisario de Familia del lugar donde se cometió la contravención o en su defecto" del Artículo 190 de la Ley
1098 de 2006 modificado por el Artículo 91 de la Ley 1453 de 2011; la expresión "los comisarios de familia" del Artículo 31 de la Ley 640 de
2001 y toda otra disposición que resulte contraria a lo establecido en esta ley.

 

b. A partir de los dos (2) años de la entrada en vigencia de esta ley quedan derogados: el parágrafo del Artículo 30 de la Ley 294 de 1996 y
el Artículo 84 de la Ley 1098 de 2006.

 

EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA

 

ARTURO CHAR CHALJUB

 

EL SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA

 

GREGORIO ELJACH PACHECO

 

EL PRESIDENTE DE LA HONORABLE CÁMARA DE REPRESENTANTES

 

GERMÁN ALCIDES BLANCO ÁLVARES

 

EL SECRETARIO GENERAL DE LA HONORABLE CÁMARA DE REPRESENTANTES

 

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

 

Dada en Bogotá, D.C., a los 04 días del mes de agosto de 2021

 

EL MINISTRO DEL INTERIOR,

 

DANIEL ANDRÉS PALACIOS MARTÍNEZ

 

EL MINISTRO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO,

 

JOSÉ MANUEL RESTREPO ABONDANO

 

EL MINISTRO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO,

 

WILSON RUÍZ ORJUELA
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EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

 

VÍCTOR MANUEL MUÑOZ RODRÍGUEZ

 

EL DIRECTOR DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA

 

NERIO JOSÉ ALVIS BARRANCO

 

LA DIRECTORA DEL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO PARA LA PROSPERIDAD SOCIAL – DPS,

 

SUSANA CORREA BORRERO
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